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	Oficio con el que remite la siguiente iniciativa de decreto por el que se reforma el artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Se turnó a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estudios Legislativos, primera. 

	
SECRETARIA DE GOBERNAClON 

SUBSECRETARÍA DE ENLACE LEGISLATIVO
Oficio N°. SEL/300/3310/03
México, D.F., 4 de diciembre de 2003.


CC. SECRETARIOS DE LA CÁMARA DE SENADORES 
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTES

Para los efectos constitucionales y por instrucciones del C. Presidente de la República, con el presente envío a ustedes la Iniciativa de DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXIX-H DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, documento que el propio Primer Magistrado de la Nación propone por el digno conducto de ustedes.

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi consideración.


ATENTAMENTE. 
El Subsecretario. 
LIC. M. HUMBERTO AGUILAR CORONADO


C. SENADOR ENRIQUE JACKSON RAMÍREZ, 
PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE.
El Estado mexicano, como todo Estado contemporáneo, tiene como finalidad desarrollar una actividad política y administrativa que permita fortalecer la convivencia social ordenada, realizar la gestión pública necesaria para satisfacer las necesidades de Ia colectividad y propiciar el desarrollo armónico y sustentable de la sociedad.

El derecho, base de nuestras instituciones democráticas, surge por ende, de la misma sociedad. La. Actividad humana, su evolución y desarrollo implica un esfuerzo constante para constituir a la norma jurídica como la expresión del orden supremo.

La propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos evoluciona de manera permanente para regular la estructura y funcionamiento del Estado mexicano, para establecer la organización jurídica que requiere para la consecución de sus fines, con el propósito de mantener su vigencia de acuerdo con la movilidad de las concepciones jurídicas y políticas de la sociedad.

Así, la Constitución establece las instituciones indispensables para el funcionamiento y control de la legalidad dé los actos propios de la Administración Pública Federal. De esta forma, en 1946, se previó a nivel constitucional la existencia de tribunales administrativos con facultades para emitir fallos con plena autonornía. Esta atribución, característica de estos órganos colegiados ha sido precisada y reiterada en reformas constitucionales posteriores de 1967,1974,1987,1993 y 1999.

El texto constitucional fue interpretado en un principio, en el sentido de que los tribunales de lo contencioso-administrativo ejercen una función jurisdiccional dentro de la propia administración pública, para conocer de la legalidad de los actos emanados de aquélla.

Sin embargo, los tribunales de lo contencioso-administrativo han venido evolucionando paulatinamente hasta llegar a convertirse en un modelo de jurisdicción de naturaleza mixta, es decir, en tribunales de anulación en algunos supuestos y en otros, de plena jurisdicción para fijar y restablecer los derechos de aquél que impugna el acto emanado de la autoridad administrativa, condenando a ésta al cumplimiento de una obligación.

En consecuencia, estos tribunales se han constituido como un mecanismo jurídico formalmente administrativo de control de los actos de la Administración Pública Federal.

En el contexto del control de la actividad gubernamental, nuestra Constitución estableció por otra parte, el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, orientado a sancionar las conductas indebidas de aquéllos que vulneran los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen el desempeño de la función pública.

La concreción de los principios constitucionales debe contar con la expresión legal que permita su cabal aplicación. Por ello, el artículo 113 Constitucional establece las bases del régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, reservando a la ley la reglamentación de los diversos aspectos jurídicos que lo conforman.

En este sentido, atendiendo a estas bases constitucionales, el legislador está facultado para regular en la ley, las obligaciones de los servidores públicos, las sanciones que resultarían aplicables por el incumplimiento de aquéllas, así como los procedimientos y las autoridades competentes para imponer esas sanciones de carácter administrativo, incluyendo desde luego, las modalidades de los medios de impugnación con que contarán los servidores públicos en este ámbito.

El régimen de responsabilidades administrativas ha significado un gran avance para mejorar la gestión pública y combatir la corrupción. Sin embargo, este régimen es perfectible, por lo que resulta conveniente modificar sus bases jurídicas a efecto de mantener su vigencia.

En dicho régimen, sobre todo en tratándose del ámbito administrativo, existe una concentración de funciones. En efecto, la autoridad que verifica el cumplimiento de las disposiciones que regulan el funcionamiento de la Administración Pública Federal, es la misma que investiga e impone, en su caso, las sanciones administrativas a los servidores públicos.

Es necesario que este régimen evolucione y se oriente bajo un esquema de distribución de competencias, en el cual, una autoridad sea la encargada de detectar e investigar la conducta indebida de los servidores públicos y otra, la facultada para imponer las sanciones administrativas que procedan.

Esta nueva concepción permitirá valorar los hechos e individualizar la sanción a imponer con autonomía y objetividad. Este esquema presenta importantes innovaciones en la materia, toda vez que rompe los nexos de subordinación y dependencia jerárquica que existen en la actualidad dentro del régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos y da mayor equidad al proceso disciplinario.

Para la consecución del propósito indicado, es necesario que la autoridad facultada para imponer las sanciones administrativas tenga por una parte, plena autonomía para dictar sus fallos y por la otra, se preserve la facultad disciplinaria dentro de cada Poder de la Unión y de cada órgano constitucional autónomo, para corregir las conductas indebidas de sus servidores públicos, conforme a la naturaleza propia de las responsabilidades administrativas.

Acorde con estos principios, en tratándose de la Administración Pública Federal, esta distribución de competencias conlleva a que una dependencia sea la autoridad competente para investigar las conductas de los servidores públicos, preservando de esta manera la posibilidad jurídica del Ejecutivo Federal para controlar el ejercicio de las funciones propias de la Administración, adoptar medidas preventivas que mejoren el servicio público y en su caso, iniciar el procedimiento disciplinario cuando sea necesario corregir conductas irregulares.

Conforme a este esquema, un tribunal de lo contencioso-administrativo, atendiendo a sus características de independencia y de autoridad formalmente administrativa, sería una instancia propicia para imponer sanciones, en el ámbito de competencia enunciado.

Tomando en cuenta que esta facultad implicará que los tribunales de lo contencioso-administrativo tengan plena jurisdicción, pues sus resoluciones no serían meramente declarativas, es conveniente modificar el texto del artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de establecer expresamente la facultad de estos tribunales para imponer aquellas sanciones administrativas que determine la ley. De esta forma, los actos de autoridad a cargo del tribunal en este ámbito, tendrán un claro sustento constitucional, no dejando lugar a dudas sobre su competencia para sancionar a los servidores públicos.

En los términos antes enunciados, la ley ordinaria desarrollaría los principios contenidos en el artículo 113 constitucional, en los que se sustenta este régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.

Es por ello que en Iniciativa por separado, presento a la consideración de esa H. Soberanía, las reformas legales que, de merecer su aprobación, regularían de manera integral esta materia de responsabilidades. De esta forma, habrá claridad respecto a la competencia de las autoridades que intervendrían en las distintas fases que conforman el procedimiento correspondiente.

La imposición de las sanciones de los demás sujetos de responsabilidades administrativas, se regirá por lo dispuesto en las leyes, de acuerdo con lo establecido por el Título Cuarto de la Constitución.

Por lo anteriormente expuesto y, con fundamento en los artículos 71, fracción I y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la elevada consideración de ese Honorable Congreso de la Unión, la siguiente Iniciativa de


DECRETO POR El QUE SE REFORMA El ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXIX-H DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMA el artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

"Artículo 73.- ...

I a XXIX - G ...

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, así como para imponer sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa que determine la ley, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, los procedimientos y los recursos contra sus resoluciones;

XXIX-I a XXX. ..."


TRANSITORIOS
Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo .- En tanto no se modifique la legislación que regula la materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos federales, ésta continuará rigiéndose por las disposiciones legales vigentes al momento de su aplicación.

Reitero a Usted C. Presidente de la Cámara de Senadores, las seguridades de mi alta y distinguida consideración.

Residencia Oficial del Poder Ejecutivo Federal, Ciudad de México, Distrito Federal, a los tres días del mes de diciembre de dos mil tres.


EL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
VICENTE FOX QUESADA


	


[image: image2.jpg]Gaceta Parlamentaria





	No. 30
Año 2003 
	Jueves 11 de Diciembre
	1° Año de Ejercicio. 
Primer Periodo Ordinario 
	    


	Oficio con el que remite la siguiente iniciativa de decreto por el que se expide la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, y se reforman la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el Código Fiscal de la Federación y la Ley Federal de Defensoría Pública. 

Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; de Gobernación, y de Estudios Legislativos.

	 

SECRETARIA DE Gobernación
 

SUBSECRETARÍA DE ENLACE LEGISLATIVO
Oficio N°, SEL/300/3309/03
México, D.F., 4 de diciembre de 2003.

CC. SECRETARIOS DE LA CÁMARA DE SENADORES 
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN
PRESENTES
Para los efectos constitucionales y por instrucciones del C. Presidente de la República, con el presente envío a ustedes la Iniciativa de DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, Y SE REFORMAN LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, LA LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES, LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA, documento que el propio Primer Magistrado de la Nación propone por el digno conducto de ustedes.

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi consideración.

ATENTAMENTE
El Subsecretario
LIC. M. HUMBERTO AGUILAR CORONADO


C. SENADOR ENRIQUE JACKSON RAMÍREZ, 
PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE.
La corrupción es uno de los grandes problemas que aquejan a nuestra sociedad, dicho fenómeno suele manifestarse cuando surgen fallas en el funcionamiento de las instituciones públicas o limitaciones en los ordenamientos jurídicos vinculados con la función pública, generando condiciones que son aprovechadas para la práctica eventual o sistemática. de .conductas i!1debidas en los diversos ámbitos de la gestión gubernamental, disminuyendo así la confianza y la credibilidad social en las autoridades.

Es por ello que una de las prioridades del Gobierno de la República es la prevención y el combate a las prácticas de corrupción y a la impunidad, mediante el impulso de acciones preventivas y de promoción.

En este sentido, el Plan Nacional de Desarrollo 2000-2006 prevé que para abatir los niveles de corrupción y dar absoluta transparencia a la gestión y el desempeño de la Administración Pública Federal es esencial promover una cultura de la legalidad, que permita un desempeño transparente, honesto y ético de los servidores públicos, así como transformar la labor de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, dotándolos con un enfoque preventivo que centre la atención en el análisis y la mejora de los controles internos, en dar atención a las quejas y denuncias ciudadanas y en llevar a cabo auditorias dirigidas a los aspectos sustantivos de la actividad pública.

A tal efecto, se requiere avanzar en el fortalecimiento de las instituciones para mejorar el quehacer público en beneficio de los ciudadanos, así como promover nuevos ordenamientos jurídicos y reformar aquéllos que tienen relación con los temas de corrupción, transparencia y desarrollo administrativo, a fin de contar con el marco jurídico que permita actuar con la profundidad y solidez necesarias para obtener resultados claros y contundentes en el combate frontal contra la corrupción.

Se ha detectado que un alto porcentaje de la sociedad percibe que existe impunidad en la impartición de la justicia administrativa, ya que no siempre se sanciona a los servidores públicos de acuerdo con la importancia y gravedad de la conducta incurrida, debido, entre otros factores, a la falta de criterios uniformes para la determinación de la sanción aplicable, y a factores de desequilibrio en el proceso de investigación y en el procedimiento administrativo disciplinario, lo que incide en la efectiva aplicación de la ley.

En esas circunstancias, es intención del Ejecutivo a mi cargo proponer un nuevo esquema jurídico en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, cuya finalidad es distribuir la competencia para imponer las sanciones administrativas entre distintas autoridades, independientes unas de otras y romper la subordinación y dependencia jerárquica existente en la actualidad, entre las autoridades encargadas de detectar las conductas indebidas de los servidores públicos y las facultadas para imponer dichas sanciones, lo que permitirá valorar los hechos e individualizar la sanción a imponer, con objetividad y estricto apego a la ley.

 Es importante destacar que la propuesta de este nuevo jurídico es acorde con los logros alcanzados con la reciente promulgación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, ya que permitirá en congruencia con los principios y el contenido sustantivo de dicha Ley, avanzar en la detección oportuna, así como en la prevención y erradicación de conductas indebidas al fortalecer el procedimiento para la determinación e imposición de sanciones a los servidores públicos. En efecto, la iniciativa establece, a partir de la distribución de competencias enunciada, claridad en las etapas del proceso disciplinario de responsabilidades administrativas, a partir de la investigación de las conductas de los servidores públicos, y su implementación entre las diversas autoridades que serían competentes en cada una de esas etapas, las cuales serían independientes unas de las otras, además de ser especializadas en la materia.

Así, a partir de innovaciones jurídicas que perfeccionen el sistema de imposición de sanciones administrativas, se busca evitar la discrecionalidad, la inequidad y la impunidad en la actuación de los servidores públicos, y garantizar su desempeño honesto, eficaz y eficiente, así como impulsar la transparencia en la gestión pública al propiciar que la Administración Pública Federal se desempeñe con certidumbre, veracidad y efectividad.

En este orden de ideas, es conveniente que la facultad del H. Congreso de la Unión para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso​ administrativo sea objeto de una precisión de carácter constitucional, con el propósito de que la competencia de estos órganos jurisdiccionales para imponer sanciones administrativas a los servidores públicos de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, sea incuestionable.

Es por ello que en esta misma fecha, he presentado a la consideración del Constituyente Permanente, a través de esta H. Soberanía, una Iniciativa de reforma constitucional que de ser aprobada, implicaría incorporar las facultades del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en esta materia de imposición de sanciones por responsabilidad administrativa de los servidores públicos, a nuestro orden jurídico supremo, fundarnentándose así la validez de los actos jurídicos que realice conforme a las normas legales que desarrollen estos principios constitucionales.

Los principios rectores que sustentan el esquema propuesto, son los siguientes:

A. Autoridad investigadora

Actualmente corresponde a los órganos de control en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, y en la Procuraduría General de la República, entre otras atribuciones, recibir y atender quejas y denuncias; realizar auditorias y acciones de verificación.  Igualmente, tienen atribuciones para investigar, así como para resolver los recursos de revocación interpuestos en contra de sus resoluciones.

A partir de estas atribuciones, es que el nuevo esquema propone la distribución de competencias ya enunciada, con el propósito de que quien audita o investiga, no sea el mismo que sanciona. La concurrencia de estas funciones en una sola autoridad, puede implicar la pérdida de objetividad para la imposición de una sanción administrativa, circunstancia que se pretende evitar con la reforma.

En este sentido, los órganos internos de control seguirán tramitando las quejas y denuncias que se hagan de su conocimiento, realizarán operativos de verificación o auditorías, acciones que podrá realizar la Secretaría a través de sus unidades administrativas centrales, pero en los términos de la propuesta carecerían de competencia para imponer sanciones administrativas. En todo caso, realizarían también ciertos actos relacionados con la debida integración de una queja o denuncia o bien, participarían en la investigación a solicitud expresa de la Secretaría de la Función Pública y conforme a las instrucciones de esta dependencia.

La etapa de investigación sería de la competencia de dicha Secretaría, a través de la unidad administrativa que establezca su reglamento interior, la cual será distinta de los órganos internos de controlo de las autoridades centrales que realicen auditorías.

La investigación antes aludida concluiría, en su caso, con la acusación respectiva, mediante la formulación y presentación de un “pliego de cargo” ante la autoridad facultada para sancionar, que será distinta e independiente de aquélla que realizó la investigación. Desde luego, la Secretaría no contaría con atribuciones para imponer sanciones administrativas a los servidores públicos.

B. Autoridad sancionadora

Bajo el esquema propuesto, habría dos autoridades facultadas para imponer sanciones administrativas: el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y las Comisiones de Responsabilidad Profesional que se integrarían en cada dependencia o entidad de la Administración Pública Federal y en la Procuraduría General de la República,

Esta distinción es necesaria, por una parte, para no saturar al Tribunal de asuntos que por su naturaleza puedan ser resueltos a través de un procedimiento sumario que por su sencillez ameriten una sanción menor, como lo podrían ser la amonestación o la suspensión. Lo anterior permitirá al Tribunal avocarse al conocimiento de aquellos asuntos que por su importancia y trascendencia requieran de la intervención de un órgano jurisdiccional especializado.              .

Por otra parte, es conveniente que las dependencias y entidades puedan ejercer acciones correctivas con respecto a los servidores públicos que les están adscritos, con el propósito de preservar la disciplina y los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en la prestación del servicio público.

La competencia de estas autoridades se encuentra expresamente determinada en la ley, no habrá discrecionalidad respecto de los asuntos que deberán conocer cada una de ellas.

De esta forma, habrá mayor imparcialidad en la imposición de sanciones, ya que la autoridad sancionadora, tendrá plena independencia con respecto de la autoridad encargada de investigar las conductas indebidas de los servidores públicos.

C. Autoridad en materia de impugnaciones

Uno de los puntos trascendentes de la propuesta es dar eficacia a la impartición de justicia administrativa. En este sentido, como principio general, las resoluciones de las Comisiones o las del Tribunal, se regirán por el principio de definitividad para la Administración Pública Federal; es decir, éstas no podrán ser impugnadas por la Secretaría de la Función Pública, a través del recurso de revisión a que se refiere el artículo 104, fracción I B de la Constitución o por cualquier otro medio.

El servidor público afectado podrá impugnar dichas resoluciones a través del juicio de amparo. La ley no establece la posibilidad de interponer algún recurso ante la propia autoridad, ya sea la Comisión o el Tribunal, o bien, la sustanciación del juicio de nulidad.

Esta innovación traerá certeza jurídica al servidor público respecto de los efectos de las resoluciones en la materia, impedirá que el proceso se alargue indefinidamente y evitará el elevado costo que esto implica, incluso para la Administración Pública Federal.

La resolución correspondiente queda sujeta finalmente, al control judicial, conforme al principio de división de poderes que consagra la Constitución.

Como excepción, la iniciativa establece de manera limitativa, tres supuestos específicos en los que la Secretaría de la Función Pública podría impugnar las resoluciones del Tribunal, exclusivamente, a través del recurso de apelación. Las excepciones mencionadas revisten de suyo especial importancia y trascendencia, y es por ello que se estima indispensable que en estos casos el Pleno de la Sala Superior del Tribunal sea la instancia competente para conocer de estos asuntos.

En los casos referidos, la sentencia también podrá ser apelada por los servidores públicos, con las modalidades que establece la propia iniciativa. Las resoluciones del Pleno son definitivas para la Secretaría.

Se reitera que las resoluciones dictadas por la Comisión serán definitivas para la autoridad investigadora, quien no podrá impugnarlas en forma alguna y que el servidor público podrá recurrirlas únicamente a través del juicio de amparo.

D. Otros aspectos

Otro punto innovador dentro del esquema de responsabilidades administrativas, es la asistencia jurídica con la que contarán los servidores públicos que lo requieran durante el procedimiento disciplinario, brindada por un asesor jurídico adscrito al Instituto Federal de Defensoría Pública, conforme a los requisitos que establece el propio ordenamiento.

Por otra parte, cabe destacar que la instrumentación del nuevo sistema no rompe el equilibrio en el ejercicio del gastó público, toda vez que la distribución de competencias que se propone, se haría a partir de los recursos con los que actualmente cuentan las áreas de responsabilidades de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, áreas que desaparecerían en virtud de la reforma. De tal manera, dichos recursos se reasignarían entre el Tribunal federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la Secretaría de la Función Pública, las Comisiones de Responsabilidad Profesional y el Instituto Federal de Defensoría Pública, a efecto de que cumplan con sus nuevas funciones.

Así también, es importante resaltar que los términos de la presente Iniciativa encuentran su sustento jurídico en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece a la letra lo siguiente:

"Las Leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos, determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por los actos y omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas ...".

En efecto, como puede apreciarse, la propia Constitución establece las bases del régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, y reserva a la ley la reglamentación de los diversos aspectos jurídicos que lo conformen; de tal suerte que permite al legislador regular en las leyes, las obligaciones de los servidores públicos, las sanciones que resultarán aplicables por el incumplimiento de aquéllas, así como los procedimientos y las autoridades competentes para imponer esas sanciones de carácter administrativo, sin más limitantes que las establecidas en el precepto constitucional ya invocado, incluyendo desde luego, los medios de impugnación respectivos.

En consecuencia, el Ejecutivo a mi cargo considera que desde el punto de vista constitucional y de acuerdo con la propuesta de reformas a la Constitución presentada por separado en esta misma fecha, el sistema de responsabilidades vigente es susceptible de modificarse a partir de una reforma integral que implicaría la expedición de una nueva ley que establezca la distribución de competencias antes descrita y que de aprobarse por esa H. Soberanía se denominaría "Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos", así como reformar otros ordenamientos vinculados con la  materia, como lo son: la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley Federal de las Envides Paraestatales, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la ley Orgánica. del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el Código Fiscal de la Federación y la Ley Federal de Defensoría Pública.

En este contexto, la Iniciativa que me permito someter a la consideración de esa H. Soberanía consta de siete artículos:

En el primero, se propone la expedición de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, la cual en su contexto se ocupará de regular los aspectos adjetivos relacionados con el procedimiento para la imposición de sanciones administrativas, retomando al efecto algunas disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos que serían derogadas, ya que se pretende que esta última contemple únicamente los aspectos sustantivos en materia de responsabilidades administrativas, con excepción de lo relativo a la situación patrimonial de los servidores públicos.

Es oportuno aclarar que el nuevo esquema jurídico planteado en la reforma, resulta aplicable en el ámbito de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, es decir, las diversas autoridades a que se refiere el artículo 30. de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, seguirán rigiéndose por lo establecido en el artículo 11 de ese ordenamiento legal.

Los artículos restantes de la Iniciativa, contemplan las reformas que en concordancia con la expedición del nuevo ordenamiento propuesto sería menester realizar a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,.al Código Fiscal de la federación, así como a la Ley Federal de Defensoría Pública, respectivamente, con la finalidades de que estos ordenamientos en su conjunto consoliden el marco jurídico que se requiere para fortalecer el sistema de imposición de sanciones administrativas a servidores públicos. En este sentido a estos ordenamientos propicia la congruencia jurídica que debe existir entre las disposiciones vinculadas con la materia.

En lo particular y dada su importancia, conviene destacar los supuestos siguientes:

1. Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos

La Ley tiene por objeto establecer el procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos y señala las autoridades competentes para su aplicación, de conformidad con los principios previstos en la propia Ley, en el ámbito de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República.

Resalta el hecho de que conforme a la Ley, se clasificarán como quejas, aquellos hechos que no impliquen incumplimiento a las obligaciones de los servidores públicos, y el tratamiento que recibirán será el de comunicarlas a la dependencia o entidad de que se trate, con la finalidad de que éstas implementen las acciones indispensables para optimizar la gestión pública que tienen a su cargo.

Por lo que hace a los hechos que se clasifiquen como denuncias, por considerarse que pueden implicar algún incumplimiento de obligaciones por parte del servidor público se deberá emitir un acuerdo para que la Secretaría de la Función Pública, de estimarlo procedente, dé inicio a la etapa de investigación respectiva.

La presente Iniciativa establece con precisión dos etapas en el procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos:

a) la etapa relativa a la investigación de los actos u omisiones atribuibles a servidores públicos por el incumplimiento de sus obligaciones, a cargo de la Secretaría de la Función Pública, y

b) la etapa correspondiente al proceso disciplinario e imposición en su caso, de sanciones administrativas a cargo del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o de la Comisión de Responsabilidad Profesional de la dependencia o entidad de que se trate.

Anteriormente se ha señalado que la competencia de estas autoridades se encuentra claramente definida por la propia Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, correlacionado determinadas conductas con sanciones específicas, a efecto de evitar discrecionalidad respecto de las facultades de cada una de ellas.

Es importante destacar que las Comisiones de Responsabilidad Profesional, que de acuerdo con la Iniciativa, se conformarán al interior de cada dependencia o entidad, así como de la Procuraduría General de la República, para instaurar el proceso disciplinario e imponer las sanciones de su competencia, tendrán por disposición de la Ley que se propone expedir, el carácter de autoridad.

Del mismo modo, dichas Comisiones estarán integradas por tres comisionados, entre ellos uno designado por el Titular de la dependencia o entidad de que se trate, quien la presidirá. Con ello se pretende que las instituciones públicas tengan un papel relevante en la prevención y combate a la corrupción, a fin de afrontar de manera conjunta con la Secretaría de la Función Pública, la problemática de dicho fenómeno y generar la credibilidad de la sociedad en sus instituciones.

Una vez agotada la etapa de investigación, la Secretaría de la Función Pública, contará con un plazo de cuarenta y cinco días hábiles, para formular la acusación a través del pliego de cargo respectivo, el cual será presentado ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o ante la Comisión de Responsabilidad Profesional, según corresponda, para dar inicio al proceso disciplinario e imposición, en su caso, de sanciones administrativas.

Resulta oportuno precisar que el procedimiento disciplinario que contempla la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, con independencia de las características de imparcialidad y objetividad ya enunciadas, representa un cambio estructura en la competencia del Tribunal mencionado, en tratándose de responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos.

En virtud de la reforma, este órgano jurisdiccional no conocerá ya de juicios de nulidad en la materia. Este medio de impugnación establecido en la vigente Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos se deroga, ya que el Tribunal no revisará Ias resoluciones por las que se impongan sanciones administrativas, sino que de acuerdo con su naturaleza de órgano jurisdiccional formalmente administrativo, tendrá plena jurisdicción para imponer dichas sanciones. Las resoluciones correspondientes, no podrán ser recurridas ante el propio Tribunal -salvo el caso de excepción ya expresado, en vía de apelación- sino ante el Poder Judicial de la Federación.

Por otra parte, la presente Iniciativa establece la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles para la sustanciación de los procesos disciplinarios regulados en la nueva Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, en razón de que dicho ordenamiento contiene reglas procesales acordes con las normas adjetivas de la propuesta.

En cuanto al ofrecimiento, recepción y desahogo de los medios de prueba contenidas en la Iniciativa, se buscó que las mismas guardaran congruencia con las que rigen generalmente en cualquier proceso o juicio, sin tratar de introducir otras distintas que pudieran resultar confusas, imprácticas o inoperantes.

La iniciativa establece las reglas para la tramitación de los incidentes, especificando de manera limitativa cuales de ellos serán de previo y especial pronunciamiento, con el propósito de evitar que éstos sean utilizados como táctica dilatoria en el procedimiento. Con la misma finalidad, la reforma establece que aquél que realice esas prácticas dilatorias se hará acreedor a una multa.

En la actualidad, los órganos internos de control tienen criterios de aplicación de la ley muy distintos en tratándose de situaciones o conductas análogas. La iniciativa propiciará la uniformidad de criterios en ese sentido, es por ello que el Tribunal podrá fijar jurisprudencia en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, la cual tendrá carácter obligatorio para las Salas Especializadas del propio Tribunal, a menos que la misma contravenga a la establecida por el Poder Judicial de la Federación, en cuyo caso deberá aplicarse esta última. De conformidad con lo anterior, la ley tendrá mayores efectos preventivos.

La iniciativa establece las medidas transitorias necesarias para que, antes de la entrada en vigor de la ley se realicen los actos necesarios para que las autoridades a las que se confiere nuevas atribuciones, cuenten con la infraestructura indispensable para el cumplimiento de sus funciones.

De esta forma, en las normas transitorias se establece, desde luego, la fecha de iniciación de la vigencia de la ley. Asimismo, el ordenamiento deja sin efectos, exclusivamente en el ámbito de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, el artículo sexto transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en virtud de que éste se refiere a cuestiones adjetivas que regularía el transitorio tercero de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

Por otra parte, conviene destacar que determinados artículos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos sí perderán plenamente su vigencia, por referirse a figuras jurídicas que en virtud de la reforma se suprimen, como lo es por ejemplo, la interposición del juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

El artículo SEGUNDO del Decreto, que reformaría a la Ley de Responsabilidades mencionada, identifica expresamente los artículos en comentario.

Las disposiciones transitorias de la iniciativa contienen también las reglas para resolver los conflictos en el tiempo que pudieran suscitarse con motivo de la entrada en vigor de la nueva ley y de la aplicación de las normas procesales correspondientes.

En materia sustantiva se sigue desde luego, el principio de no retroactividad de la ley, en perjuicio de persona alguna, consagrado en el artículo 14 Constitucional. En este sentido, los actos u omisiones de los servidores públicos se regirán por las disposiciones vigentes al momento de producirse tales conductas, es decir por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos o bien, por la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, según corresponda.

Por lo que se refiere a los procedimientos en trámite -en los que se haya citado al servidor público a la audiencia de ley- éstos deberán concluirse conforme a los ordenamientos aplicables al momento de realizarse dicho citatorio.

En aquellos casos en que no se haya iniciado el procedimiento o bien, no se haya citado al servidor público a la audiencia correspondiente, el procedimiento para la imposición de sanciones administrativas deberá sustanciarse conforme a la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

Se establecen las bases  para efectuar la designación de los tres primeros comisionados y el nombramiento de los primeros magistrados que integren la Sala o Salas Especializadas del Tribunal, en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, En este sentido, la designación o nombramiento correspondiente deberá realizarse dentro de un plazo determinado, a partir de la publicación del Decreto y antes de la entrada en vigor del mismo, con el propósito de que estos servidores públicos estén en posibilidad de realizar los actos que les permitan, en su oportunidad, el adecuado ejercicio de sus funciones.

2. Reforma a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos

La reforma a este ordenamiento tiene como ejes fundamentales derogar los preceptos de carácter adjetivo cuyo contenido estaría inmerso en la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos y armonizar las disposiciones de ambos ordenamientos.

Otra razón que motiva la reforma a esta ley, es aclarar el contenido y alcance de algunas de sus normas a efecto de evitar erróneas interpretaciones que puedan repercutir en su aplicación.

En este sentido, en el artículo cuatro de esta Ley el cual se reforma en virtud de lo previsto por este Decreto, se establece con precisión qué artículos del ordenamiento no resultan aplicables para las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como para la Procuraduría General de la República (14, 16, 21, 23, 26, 27, 30, 31 y 32), en virtud de que sus disposiciones se encuentran comprendidas en la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, de acuerdo con el objeto y ámbito de aplicación de esta norma.

Igualmente, se precisa la redacción del artículo 13 para puntualizar que en aquellos casos en que los actos u omisiones indebidos de los servidores públicos no causen daños o perjuicios ni exista beneficio o lucro, se podrá imponer al infractor la sanción administrativa de inhabilitación o bien, cualquier otra de las establecidas en la ley. La sanción se deberá individualizar tomando en consideración los elementos a que se refiere el artículo 39 de la Ley de Justicia.

De acuerdo con la distribución de competencias que establece la Iniciativa, se precisan en el artículo 34 las reglas aplicables en tratándose de la prescripción. Así, se define que esta figura se interrumpirá por las actuaciones realizadas dentro de cualquier fase del procedimiento administrativo, en la investigación o en el proceso propiamente dicho.

El plazo de prescripción empezará a correr de nuevo desde el día siguiente al de la última diligencia realizada, es decir, el plazo se contará nuevamente a partir de esa actuación, sin que el tiempo transcurrido antes de la interrupción se tome en cuenta.

Por último, en lo referente a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, se mantiene un procedimiento expedito para la investigación de la situación patrimonial de los servidores públicos, con objeto de que en caso de que la Secretaría encuentre alguna irregularidad, promueva el proceso disciplinario correspondiente, en términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

3. Reforma a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales

Este ordenamiento establece, entre otras cuestiones, la forma de control y evaluación de las entidades paraestatales.

El capítulo VI de la Ley, en su artículo 62 establece la facultad de los órganos internos de control para imponer sanciones administrativas a los servidores públicos, conforme el marco jurídico vigente. Por esta razón es necesario modificar el precepto de referencia, toda vez que en los términos de esta Iniciativa estos órganos carecerían de atribuciones en este sentido, las cuales corresponderá ejercer al Tribunal o a la Comisión respectiva.

4. Reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Conforme a lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta ley distribuye los negocios del orden administrativo de la Federación entre las distintas Secretarías de Estado.

La iniciativa representa un cambio radical en la estructura jurídica del régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. En este sentido, las atribuciones de la Secretaría de la Función Pública se modifican sustancialmente, fortaleciendo los aspectos de control relacionados con la detección de las conductas irregulares de los servidores públicos.

De esta forma, esa Secretaría se constituye en la autoridad competente para formular la acusación respectiva mediante la presentación de los pliegos de cargo cuando así proceda, a través de los cuales se solicita la incoación del proceso disciplinario y la imposición de sanciones administrativas, conforme a lo dispuesto en esta Iniciativa.

De tal suerte, atendiendo al objeto de la Ley Orgánica mencionada, esta reforma pretende adecuar las atribuciones de la Secretaría de la Función Pública a su nuevo ámbito de competencia.

5. Reforma a la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa

En esencia, la reforma a esta Ley tiene como propósito fundamental establecer las nuevas salas del Tribunal que conocerán de los procedimientos para la imposición de sanciones administrativas a los servidores públicos, así como las bases para su organización, circunscripción y funcionamiento.

Igualmente destaca como aspecto novedoso, la integración de Salas Itinerantes, las que se conformarán por Magistrados de la Sala Superior y Magistrados de las Salas Especializadas o Regionales así como por el personal adscrito a éstas.

Dichas Salas tendrán la circunscripción territorial y temporalidad que determine el Pleno del Tribunal y tendrán por objeto solucionar problemas de cargas excesivas de trabajo o bien de rezago de asuntos. Por lo anterior, su creación no será de forma inmediata, sino cuando las necesidades del servicio lo requieran. Ello no implicará erogaciones presupuestarias adicionales, toda vez que su funcionamiento se realizará con los recursos con los que cuenta el Tribunal, es decir, se reasignarán temporalmente a dichas Salas determinados recursos para su funcionamiento.

La posibilidad de que el Pleno determine la creación de Salas Itinerantes responde a la necesidad de administrar justicia en forma expedita, en las materias que son competencia del Tribunal.

Es conveniente hacer notar que la Iniciativa deroga la fracción XII del artículo 11 de esta Ley. Como se ha señalado con anterioridad en esta exposición de motivos, el Tribunal no tendrá atribuciones para sustanciar juicios de nulidad en la materia. La competencia que confiere a ese órgano colegiado la fracción VIII del artículo 11 de la Ley Orgánica mencionada, no se refiere a las responsabilidades administrativas establecidas por la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, sino a responsabilidades resarcitorias reguladas por otros ordenamientos legales como pudiera ser por ejemplo, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal.

6. Reforma al Código Fiscal de la Federación

Con el propósito de diferenciar las disposiciones aplicables que regirán las juicios de carácter contencioso-administrativa que se promuevan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, de aquéllas concernientes a las procesas disciplinarias de las servidores públicas de la Administración Pública Federal, se estimó necesaria adicionar el artículo 197 del Código. Fiscal de la Federación con un segunda párrafo., a efecto. De especificar con claridad que el ordenamiento de referencia no será aplicable al proceso de responsabilidades administrativas de las servidores públicas, en virtud de las disposiciones de la Ley Federal de Justicia Administrativa de las Servidores Públicos y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

7. Reforma a la Ley Federal de Defensoría Pública

La iniciativa propone reformar el artículo 3 de la Ley antes mencionada, a efecto de establecer con mayor claridad la independencia del Instituto de Defensoría Pública.  Si bien es cierto que este Instituto es un órgano del Consejo de la Judicatura Federal, también lo es que dicha vinculación debe entenderse referida exclusivamente a cuestiones de carácter administrativo o presupuestario, ya que en el ejercicio de sus atribuciones se reitera su autonomía técnica, operativa y de decisión.

Asimismo., se adiciona el artículo 14 bis que recoge en buena medida el artículo 29 de las Bases Generales de Organización y Funcionamiento del Instituto. Federal de Defensoría Pública, publicadas en el Diaria Oficial de la Federación el 26 de noviembre de 1998, relativa a las materias en las que se prestará el servicio de asesaría jurídica; precepto. que se estimó debe formar parte de las atribuciones legales expresas del Instituto., dada la relevancia que estas funciones revisten en el esquema de la reforma.

La asesaría jurídica que preste el Instituto. Federal de Defensoría Pública, en las casas en que ésta proceda conforme a la ley, representa un principia de equidad para el servidor pública en el procedimiento disciplinaria, toda vez que tiende a evitar la imposición de sanciones administrativas par el desconocimiento de las normas sustantivas a bien procesales, otorgándole al servidor pública de escasas recursos la posibilidad de ser asistido por un perito en derecho y ser juzgado con estricto apego a la ley.

Por los motivos expuestos y en ejercicio de la facultad que me confiere la fracción I del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la elevada consideración de ese H. Congreso de la Unión la presente Iniciativa de

DECRETO POR El QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y SE REFORMAN LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, LA LEY FEDERAL DE lAS ENTIDADES PARAESTATALES, LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos para quedar como sigue:

"LEY FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

TÍTULO PRIMERO
DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Capítulo Único 
Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.- Esta Ley tiene por objeto establecer el procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República, así como las autoridades competentes para su sustanciación.

ARTÍCULO 2.- En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley:

I. La Secretaría de la Función Pública; 

II. Los contralores internos y los titulares de las áreas de auditoría y de quejas de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República; 

III. La Comisión de Responsabilidad Profesional, de cada dependencia, entidad y la Procuraduría General de la República, y 

IV. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

Comisión: A la Comisión de Responsabilidad Profesional que se forme en cada dependencia o entidad.

Contralores internos y titulares de las áreas de auditoría y de quejas: A los titulares de las contralorías internas y a los de las áreas de auditoría y de quejas, designados por la Secretaría.

Contralorías internas: A los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como de la Procuraduría General de la República.

Denuncia: Manifestación de hechos que efectúa cualquier persona, relacionados con un posible incumplimiento de obligaciones por parte de los servidores públicos en el ejercicio de su empleo, cargo o comisión.

Dependencias: A las consideradas como tales en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidos sus órganos administrativos desconcentrados, así como la Procuraduría General de la República.

Entidades: A las consideradas como entidades paraestatales en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Ley: A la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

Ley de Responsabilidades: A la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Observaciones de Auditoría: Las formuladas por la Secretaría o las Contralorías Internas con motivo de las auditorías practicadas a las dependencias y entidades, en ejercicio de las facultades de vigilancia, verificación, inspección y fiscalización que les confiere la Ley.

Queja: Manifestación de hechos que efectúa cualquier persona, relacionados con la calidad de los trámites o de los servicios de las dependencias o entidades.

Sala: A las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o a las Salas Itinerantes dependientes del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

Secretaría: A la Secretaría de la Función Pública.

Tribunal: Al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, a la Sala Superior, las secciones de éste o sus Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o sus Salas Itinerantes, según sea el caso, conforme al ámbito de sus competencias.

ARTÍCULO 4.- Las autoridades a que se refieren las fracciones I, II y IV a X del artículo 3° de la Ley de Responsabilidades, se regirán por lo dispuesto en el artículo 11 y demás disposiciones de dicho ordenamiento.

En materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, no resultan aplicables los ordenamientos que regulan el juicio contencioso-administrativo federal.

ARTÍCULO 5.- En todo lo no previsto por la Ley, en lo que respecta al procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, se aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, en cuanto no se oponga a las disposiciones de este ordenamiento.

TÍTULO SEGUNDO
DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO EN lA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

Capítulo I 

De la recepción de quejas, denuncias u observaciones de auditoría

ARTíCULO 6.- La contraloría interna de la Secretaría será competente para recibir quejas, denuncias u observaciones relacionadas con los servicios o las obligaciones de los servidores públicos de la propia Secretaría, incluidos los contralores internos y los titulares de las áreas de auditoría y de quejas, así como para analizar y clasificar los hechos respectivos.

Además, será competente para llevar a cabo la etapa de investigación a que se refiere esta Ley, por lo que toca a .Ios servidores públicos de la Secretaría; formular el pliego de cargo correspondiente y presentarlo ante el Tribunal o la Comisión, según corresponda, así como para intervenir como parte en el proceso disciplinario.

La contraloría interna de la Secretaría tendrá las atribuciones que se confieren en esta Ley a la Secretaría, a los contralores internos y a los titulares de las áreas de auditoría y de quejas.

El titular de esta contraloría será designado por el Presidente de la República y sólo éste podrá, de ser el caso, ordenar a la Secretaría practique las investigaciones a que hubiere lugar con motivo de un posible incumplimiento de obligaciones atribuibles a dicho servidor público y, de resultar procedente, formule y presente el pliego de cargo ante la autoridad que corresponda.

ARTíCULO 7.- En las dependencias y entidades se establecerán oficinas de las contralorías internas, a las que el público tenga fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presentar quejas o denuncias.

La Secretaría establecerá las normas y procedimientos para que las quejas o denuncias del público sean atendidas y resueltas con eficiencia, así como para la debida realización de las investigaciones a que se refiere la Ley.

ARTíCULO 8.- Las quejas o denuncias que se presenten en las contralorías internas deberán ser analizadas y, en su caso, practicadas las diligencias que sean necesarias para la integración del expediente relativo.

Las quejas o denuncias que se presenten por escrito, así como en las actas que se levanten con motivo de comparecencias personales ante las contralorías internas, deberán contener, cuando menos, los siguientes datos:

I. Generales de la persona que hace del conocimiento de la autoridad los hechos: nombre, domicilio, datos del documento con que se identifica y, en caso de ser servidor público, la dependencia o entidad en la que presta sus servicios y su área de adscripción; 

II. De ser el caso, datos del servidor público que probablemente incurrió en incumplimiento: nombre, cargo que desempeña, lugar en que se encuentra adscrito, y algún otro dato que se considere necesario para identificarlo y que hubiese percibido el denunciante; en su defecto, datos de la media filiación del denunciado; 

III. Narración de los hechos que motivan la queja o denuncia, y 

IV. Firma del acta, por parte de los que intervienen en la elaboración de la misma, incluidas la de dos testigos de asistencia, que darán constancia de la diligencia practicada; si el quejoso o denunciante no sabe o no puede firmar, imprimirá su huella digital. 

ARTíCULO 9.- La Secretaría o las contralorías internas, podrán supervisar el cumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos mediante operativos específicos de verificación, en los que participarán servidores públicos comisionados para tal efecto, así como en su caso, los particulares, quejosos o denunciantes.

Si con motivo de la verificación, se advierten actos que impliquen incumplimiento de sus obligaciones o cualquier otra irregularidad que pudiera ser susceptible de responsabilidad administrativa o penal, los servidores públicos participantes deberán realizar las diligencias necesarias para la debida integración del expediente, con la finalidad de hacerlo del conocimiento de la autoridad que en términos de ley corresponda.

Para la eficaz ejecución de tales operativos y a fin de constatar el cumplimiento de la normatividad aplicable, así como la transparencia y calidad con que se proporcionan los servicios, los servidores públicos a cargo del operativo tendrán las facultades siguientes:

I. Solicitar algún servicio ante la unidad administrativa objeto de la verificación; 

II. Constatar la veracidad de los hechos, cuando se tenga conocimiento a través de una denuncia, de conductas irregulares en las que aparentemente haya incurrido un servidor público, y 

III. En cualquier caso, a fin de sustentar las irregularidades que se detectaren, adoptarán las medidas necesarias tales como la elaboración de un acta en donde consten aquéllas y la obtención de cualquier tipo de información o datos a través de toda clase de elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, que se relacionen con las mismas. 

También se recibirán las denuncias que durante el operativo formule cualquier persona y se allegarán de los elementos documentales o de otra índole que acrediten la irregularidad o justifiquen la actuación del servidor público.

En los operativos a que se refiere el presente artículo, en los que el personal comisionado detecte irregularidades que constituyan la probable comisión de un delito que deba perseguirse de oficio, inmediatamente deberán formular la denuncia ante el Ministerio Público de la Federación.

ARTÍCULO 10.- Independientemente de lo dispuesto en los artículos anteriores, la Secretaría o los contralores internos podrán practicar, de oficio, diligencias para la integración de expedientes relacionados con hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos.

ARTÍCULO 11.- La Secretaría, el contralor interno o el titular del área de quejas analizará los hechos que se hagan de su conocimiento y los clasificará como queja o denuncia.

La Secretaría, el contralor interno o el titular del área de quejas, clasificará como denuncia los hechos de que tenga conocimiento y que deriven de observaciones de auditoría o bien de los operativos específicos o de las diligencias que realice de oficio, cuando de las mismas se desprenda un posible incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos.

En el caso de que los hechos se clasifiquen como una queja, se elaborarán observaciones que se harán del conocimiento de la dependencia o entidad de que se trate, para que se adopten las medidas que sean necesarias para mejorar la gestión pública a su cargo.

La promoción de responsabilidades administrativas que realice la Auditoría Superior de la Federación, en el ejercicio de sus atribuciones, se tramitará con base en lo dispuesto por este artículo y las demás disposiciones de esta ley.

En el caso de que los hechos se clasifiquen como una denuncia se emitirá un acuerdo para turnar el asunto a la unidad administrativa que corresponda de la Secretaría, a efecto de que ésta, de estimarlo procedente, inicie la etapa de investigación a que se refiere la Ley. Cuando los hechos denunciados puedan constituir un delito, se deberán hacer del conocimiento de la autoridad competente, por sí o por conducto del servidor público que determine el Titular de la Secretaría o, en su caso, el Titular del Órgano Interno de Control que corresponda, a excepción de lo previsto en el último párrafo del artículo 9 de esta ley.

Si la Secretaría o la contraloría interna determinan que los elementos con que se cuenta resultan notoriamente insuficientes para sustentar una queja o denuncia, dictarán, según sea el caso, un acuerdo, fundado y motivado, ordenando el archivo del asunto de que se trate.

Las determinaciones que adopte la Secretaría o el contralor interno se comunicarán a quienes hayan formulado la queja o denuncia, para el único efecto de que estén enterados de la forma en que fueron atendidas las mismas.

ARTÍCULO 12.- La Secretaría, la contraloría interna o el titular del área de quejas realizará las acciones conducentes para verificar que los trámites o servicios solicitados a las dependencias o entidades, no sean suspendidos u obstaculizados por virtud de las quejas o denuncias presentadas.

El Titular de la dependencia o entidad de que se trate, tomará las medidas que correspondan, con el objeto de asegurar que las condiciones laborales del servidor público quejoso o denunciante se conserven sin detrimento alguno.

La Secretaría, la contraloría interna, el titular del área de quejas y el Titular de la dependencia o entidad, durante la investigación, deberán guardar reserva respecto de la identidad del quejoso o denunciante, en aquellos casos en que se pueda poner en peligro su persona, a su cónyuge, concubina o concubinario y parientes hasta el cuarto grado.

Capítulo II
Del procedimiento de responsabilidades administrativas

ARTíCULO 13.- El procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos constará de dos etapas:

I. Investigación de los hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos y, en su caso, formulaci(m del pliego de cargo correspondiente, así como su presentación ante el Tribunal o la Comisión, según corresponda, y 

II. Proceso disciplinario e imposición, en su caso, de sanciones administrativas, así como su ejecución. 

ARTÍCULO 14.- La Secretaría practicará las investigaciones que sean necesarias respecto de los hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos y en su caso, formulará y presentará ante el Tribunal o la Comisión el pliego de cargo respectivo, en los términos de esta Ley; asimismo, intervendrá como parte en el proceso disciplinario correspondiente.

La Secretaría podrá iniciar la etapa de investigación a partir de la admisión de denuncias, que le sean presentadas o bien de oficio, cuando tenga conocimiento de hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos; en ambos casos, la Secretaría emitirá un acuerdo ordenando el inicio de dicha etapa, dentro de los tres días hábiles siguientes, contados a partir de aquél en que reciba el expediente respectivo o tenga conocimiento de los hechos.

En los casos en que de las constancias que obran en el expediente, se advirtiera la notoria improcedencia de las denuncias, la Secretaría dictará sin más trámite, el acuerdo de archivo correspondiente y podrá promover el fincamiento de las responsabilidades que procedan.

En dicho procedimiento corresponderá al Tribunal o a la Comisión, de acuerdo con su ámbito de competencia, tramitar el proceso disciplinario e imponer las sanciones administrativas a que haya lugar.

El proceso disciplinario iniciará a partir de la presentación del pliego de cargo a que se refiere la Ley ante el Tribunal o la Comisión y termina con la. resolución que recaiga al asunto que corresponda.

ARTÍCULO 15.- En el procedimiento que prevé esta Ley, el servidor público sujeto de una denuncia, gozará en todo momento del beneficio de presunción de no responsabilidad administrativa, hasta en tanto se dicte la resolución definitiva que corresponda.

ARTÍCULO 16.- Los servidores públicos de las dependencias o entidades, estarán obligados a proporcionar la información, documentación y prestar el auxilio que les requiera la Secretaría, la Comisión o el Tribunal, en el ámbito de sus respectivas competencias.

Para hacer cumplir sus determinaciones y en caso de renuencia al mandato respectivo, la Secretaría, la Comisión o el Tribunal, podrá emplear los siguientes medios de apremio:

I. Multa de cinco veces hasta veinte veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, y 

II. Auxilio de la fuerza pública. 

Si habiendo empleado los medios de apremio a que se refiere este artículo, aún subsiste resistencia al cumplimiento del mandato legítimo de la autoridad, se estará a lo que prevenga la legislación penal federal.

Capítulo III
De la investigación de hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones

Sección Primera Generalidades

ARTÍCULO 17.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Secretaría llevará a cabo investigaciones respecto de los hechos que puedan implicar incumplimiento de obligaciones a cargo de servidores públicos.

ARTÍCULO 18.- La Secretaría, si lo considera necesario, citará durante la etapa de investigación al servidor público involucrado o a terceros, a efecto de esclarecer los hechos con los que se relaciona al propio servidor público. Cuando se determine la suspensión temporal del servidor público, se observará en todo caso, lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley.

La notificación del citatorio deberá efectuarse por lo menos con una anticipación de tres días hábiles al de la fecha de la comparecencia.

ARTÍCULO 19.- El citatorio deberá notificarse de manera personal al servidor público relacionado con la investigación o a terceros, y contendrá, cuando menos, el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la diligencia, la autoridad ante la cual se desarrollará ésta, así como los hechos objeto de la investigación.

ARTÍCULO 20.- En los lugares en que la Secretaría no cuente con servidores públicos facultados para practicar notificaciones o citaciones, los servidores públicos que residan en dichos lugares y que estén adscritos a las dependencias o entidades las llevarán a cabo, previa solicitud que para tales efectos y por escrito les haga la Secretaría.

En dicha comunicación deberá señalarse expresamente la diligencia cuya práctica se solicita, los datos de identificación y localización del servidor público respectivo, y el plazo en el cual deberá efectuarse aquélla.

Las contralorías internas desahogarán las diligencias e investigaciones respecto de la conducta de servidores públicos de la dependencia o entidad de su adscripción, conforme a las instrucciones expresas de la propia Secretaría.

La Secretaría podrá habilitar a servidores públicos de la dependencia o entidad respectiva, a efecto de que puedan desahogar las diligencias que se precisen en el acuerdo respectivo, o bien para recibir las promociones o documentos que los servidores públicos probables responsables pretendan exhibir en el procedimiento.

ARTÍCULO 21.- Se levantará acta circunstanciada de todas las diligencias que se practiquen, teniendo la obligación de suscribirla quienes intervengan en ella. Asimismo, se les apercibirá de las penas en que incurren quienes faltaren a la verdad.

Las actuaciones de la Secretaría durante la investigación a que se refiere este capítulo, constarán por escrito y deberán ser autorizadas inmediatamente por los servidores públicos a quienes corresponda firmarlas.

El servidor público de la Secretaría que lleve a cabo las diligencias de investigación, estará siempre acompañado de dos testigos de asistencia que darán constancia de lo que suceda en las diligencias que se practiquen.

ARTÍCULO 22.- Durante la investigación, la Secretaría podrá realizar las actuaciones y diligencias que sean necesarias para el debido esclarecimiento de los hechos que motivan esta etapa del procedimiento disciplinario.

ARTÍCULO 23.- Analizados los hechos conforme a las constancias que obren en el expediente, la Secretaría dictará un acuerdo que decrete cerrada la etapa de investigación.

ARTÍCULO 24.- Si de la investigación practicada por la Secretaría se desprendieran hechos que impliquen responsabilidad penal, deberá denunciarlos ante la autoridad competente o, en su caso, instar al área facultada de la dependencia o entidad respectiva para que formule la querella a que hubiere lugar.

ARTÍCULO 25.- Si la Secretaría concluyera que no se acreditan fehacientemente los actos u omisiones que se atribuyen al servidor público o que una vez

acreditados no demuestren que dicho servidor público es probablemente responsable, se dictará un acuerdo fundado y motivado que ordene la reserva del expediente. La investigación podrá continuarse cuando existan nuevos elementos que acrediten fehacientemente los hechos, actos u omisiones que hagan probable la responsabilidad administrativa del servidor público.

Sección Segunda 
De la suspensión temporal de los servidores públicos en sus funciones

ARTÍCULO 26.- Durante la fase de investigación, la Secretaría podrá determinar de manera fundada y motivada, escuchando previamente al servidor público, la suspensión temporal en el empleo, cargo o comisión de aquél, si a su juicio la permanencia en éste obstaculiza o pudiera obstaculizar la conducción o continuación de la investigación, o pudiera afectar el interés social o el servicio público. La suspensión temporal no prejuzga sobre la responsabilidad que se le impute. La determinación de la Secretaría hará constar expresamente esta salvedad.

Se requerirá autorización del Presidente de la República para dicha suspensión si el nombramiento del servidor público de que se trate correspondió a aquél. Igualmente, se requerirá autorización de la Cámara de Senadores, o en su caso, de la Comisión Permanente si dicho nombramiento requirió ratificación de aquélla en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La suspensión temporal .a que se refieren los párrafos anteriores interrumpirá los efectos del acto que haya dado origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y regirá desde el momento en que sea notificada al interesado.

En el supuesto de que el servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de los actos u omisiones que se le imputaron, no se levantare el pliego de cargo a que se refiere esta Ley o bien se hubiere decretado la prescripción a que se refiere la Ley de Responsabilidades, la dependencia o entidad donde preste sus servicios lo restituirá en el goce de sus derechos y le cubrirá las percepciones que debió recibir durante el tiempo en que se halló suspendido.

En los casos a que alude el párrafo que antecede, la Secretaría, el Tribunal o la Comisión ordenarán, además, a la dependencia o entidad en la que el servidor público suspendido preste sus servicios, que el tiempo que duró la suspensión temporal sea computado como tiempo efectivo de servicio.

La suspensión provisional de los servidores públicos en sus funciones podrá ser determinada por el Tribunal' o la Comisión, durante el proceso disciplinario, atendiendo a lo dispuesto por este artículo.

ARTÍCULO 27.- Los efectos de la suspensión temporal cesarán durante la fase de investigación por determinación de la Secretaría; durante el proceso, por determinación del Tribunal o de la Comisión, o bien a solicitud de la Secretaría siempre que no se afecte el Interés social o el servicio público.

Sección Tercera
Del pliego de cargo

ARTÍCULO 28.- Si de las diligencias o investigaciones practicadas, la Secretaría concluyera que los actos u omisiones constituyen una probable responsabilidad administrativa atribuible a un servidor público, dicha autoridad formulará la acusación correspondiente, dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a aquél en que se decrete cerrada la etapa de investigación mediante la presentación del pliego de cargo ante la autoridad correspondiente.

El incumplimiento del plazo establecido para levantar el pliego de cargo, podrá dar lugar al fincamiento de responsabilidades administrativas.

La Secretaría podrá abstenerse de formular el pliego de cargo, por una sola vez, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de actos u omisiones que impliquen error manifiesto en la conducta del servidor público, que los hechos no revistan gravedad ni constituyan delito, lo ameriten los antecedentes y circunstancias del servidor público involucrado y el daño causado por éste no exceda de ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

ARTíCULO 29.- Durante la investigación el servidor público tendrá acceso al expediente y podrá manifestar a lo que su derecho convenga hasta antes de la elaboración del pliego de cargo. En estos casos, se protegerá la identidad del quejoso o denunciante en los términos del artículo 12 de la Ley.

Dicha declaración será tomada en consideración por la Secretaría al formular o no el pliego de cargo correspondiente.

ARTÍCULO 30.- En los supuestos a que se refiere el primer párrafo del artículo 28 de la Ley, la Secretaría formulará, como punto contradictorio con el servidor público, la acusación que corresponda a través del pliego de cargo respectivo.

El pliego de cargo deberá reunir los requisitos siguientes:

I. La autoridad ante la que se promueve y presenta; 

II. El nombre del servidor público o servidores públicos probables responsables; 

III. Los antecedentes del caso, incluyendo el empleo, cargo o comisión del servidor público en el momento en que sucedieron los actos u omisiones motivo del pliego y, en su caso, el empleo, cargo o comisión que ocupa al momento de elaborarse dicho pliego; 

IV. Narración sucinta de los actos u omisiones atribuidos al servidor público, con las consideraciones que permitan determinar su probable responsabilidad administrativa y que sustenten la acusación. 

V. La narración descrita deberá redactarse de manera clara y precisa; en el caso de varios actos u omisiones atribuidos, cada uno de éstos, deberán enumerarse en párrafos separados; 

VI. Relación de los elementos de convicción que obran en el expediente y su vinculación con los actos u omisiones que se le atribuyen; 

VII. Los fundamentos de derecho que sustenten la acusación y la competencia de la Secretaría para formularla, y 

VIII. Solicitud al Tribunal o a la Comisión de la incoación del proceso disciplinario en contra del o de los servidores públicos probables responsables, así como la sanción o sanciones administrativas que se solicita imponer, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley de Responsabilidades. 

Cuando un mismo servidor público cometa actos u omisiones que podrían ser sancionados con amonestación o suspensión y otros con destitución, inhabilitación o sanción económica, o bien, cuando exista pluralidad de servidores públicos involucrados en su ejecución o por cualquier otra causa, la Secretaría elaborará distintos pliegos de cargo que serán presentados ante la Comisión o el Tribunal, según sus respectivas competencias. En este supuesto, se enviará el original del expediente al Tribunal y una copia certificada del mismo a la Comisión.

Salvo lo dispuesto en la parte final del párrafo anterior, el pliego de cargo se enviará al Tribunal o a la Comisión conjuntamente con el expediente que al efecto se integre, del cual la Secretaría conservará una copia certificada, además de acompañar las copias necesarias para la notificación del pliego de cargo al servidor o servidores públicos de que se trate.

Capítulo IV
Disposiciones generales aplicables al proceso disciplinario

ARTÍCULO 31.- El Tribunal será competente para imponer, en su caso, previa sustanciación del proceso disciplinario, las sanciones administrativas de destitución del puesto, sanción económica e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, previstas en el artículo 13 de la Ley de Responsabilidades. En tratándose de las sanciones establecidas en las fracciones I y II del citado numeral, sólo podrá imponerlas en el supuesto a que se refiere el artículo 74 de esta Ley.

La Comisión será competente para imponer, en su caso, previa sustanciación del proceso disciplinario, las sanciones administrativas de amonestación privada o pública y de suspensión del empleo, cargo o comisión por un periodo no menor de tres días ni mayor a un año, previstas en el artículo 13 de la Ley de Responsabilidades.

ARTÍCULO 32.- Procederá la imposición de las sanciones administrativas de amonestación privada o pública o suspensión del empleo, cargo o comisión por aquellos actos u omisiones de los servidores públicos que infrinjan las obligaciones previstas en las fracciones VI, VII, XV, XVII, XVIII y XXI del artículo 8 de la Ley de Responsabilidades.

Cuando en la etapa de investigación se aprecie la existencia de elementos que conforme al artículo 39 de la Ley sean agravantes de los actos u omisiones descritos en el párrafo anterior o bien, por los elementos con que se cuente se aprecie que el servidor público probablemente obtuvo beneficios o lucro o se causaron daños o perjuicios, la Secretaría al formular el pliego de cargo, solicitará la imposición de las sanciones de destitución, o de inhabilitación, así como, en su caso, la económica en cuyo caso corresponderá al Tribunal conocer del proceso disciplinario correspondiente.

ARTÍCULO 33.- Procederá la imposición de las sanciones de destitución del puesto o de inhabilitación temporal, por aquellos actos u omisiones de los servidores públicos que infrinjan las obligaciones previstas en el artículo 8 de la Ley de Responsabilidades y que no estén comprendidas en el artículo anterior o bien, cuando_ la Ley de Responsabilidades determine la imposición de dichas sanciones. Las infracciones graves de los servidores públicos y su sanción se regirán por lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de Responsabilidades.

En la imposición de las sanciones económicas se observará lo previsto por los artículos 13 y 15 de la Ley de Responsabilidades, según corresponda.

ARTÍCULO 34.- Cuando el probable responsable desaparezca o exista riesgo inminente de que oculte, enajene o dilapide sus bienes a juicio de la Secretaría, ésta solicitará al Tribunal se requiera a la Tesorería de la Federación, como medida precautoria de aseguramiento, en cualquier fase del procedimiento a que se refiere el artículo 13 de la Ley, proceda al embargo precautorio de sus bienes, a fin de garantizar el cobro de las sanciones económicas que llegaren a imponerse con motivo de la infracción cometida. Impuesta la sanción económica, el embargo precautorio se convertirá en definitivo y se procederá en los términos del párrafo segundo del artículo 89 de la Ley.

En la solicitud deberá determinarse el posible monto del beneficio o lucro obtenido o el daño o perjuicio atribuido al servidor público sujeto a proceso disciplinario,

incluyendo, en su caso, la información de los bienes susceptibles de embargo. La resolución que conceda dicha medida, fijará el importe de la cantidad que deba asegurarse.

ARTÍCULO 35.- El Tribunal tomará en cuenta lo dispuesto por los artículos 15 de la Ley de Responsabilidades y 39 de la Ley para determinar, en cantidad líquida, el monto por el que requerirá a la Tesorería de la Federación, para que por sí o a través de sus auxiliares, trabe el embargo precautorio correspondiente, quien de manera razonada y motivada podrá nombrar o remover bajo su responsabilidad a los depositarios, quienes desempeñarán su cargo, conforme a las disposiciones legales.

ARTÍCULO 36.- La Tesorería de la Federación o sus auxiliares, deberán levantar acta circunstanciada de la diligencia de embargo, de la que se le entregará una copia al probable responsable, para que dentro del término de tres días, desvirtúe la procedencia del embargo o el monto del mismo, a efecto de que el Tribunal resuelva en consecuencia, pudiendo ordenar la práctica de las diligencias necesarias para ello. Transcurrido el plazo señalado sin que se hubiere desvirtuado el monto del embargo, éste quedará firme.

La Tesorería de la Federación o sus auxiliares, deberán remitir al Tribunal, dentro de los tres días siguientes al en que hubieren efectuado el embargo, el original del acta referida, a efecto de que obre en el expediente correspondiente.

ARTÍCULO 37.- Efectuado el embargo, en la fase de investigación, la Secretaría estará obligada a presentar dentro de los noventa días hábiles siguientes, el pliego de cargo correspondiente, quedando éste sin efectos si no lo presentare dentro del término establecido.

El embargo precautorio, se regirá por las disposiciones del Código Fiscal de la Federación que resulten aplicables.

El requerimiento de embargo precautorio podrá ser solicitado directamente por el Tribunal, si a su juicio se actualizan los supuestos a que se refiere el artículo 34 de esta Ley.

ARTÍCULO 38.- Si el servidor público probable responsable reconociera su responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones a que hace referencia la Ley de Responsabilidades, se procederá de inmediato a dictar resolución, a no ser que quien conoce del proceso disponga la recepción de pruebas para acreditar la veracidad de tal reconocimiento. En caso de que se acepte la plena validez probatoria de este reconocimiento, se impondrá al servidor público dos tercios de la sanción aplicable, si es qe naturaleza económica, pero en lo que respecta a indemnización, ésta en todo caso deberá ser suficiente para cubrir los daños o perjuicios causados, y siempre deberá restituirse cualquier bien o producto que se hubiese percibido con motivo de la infracción. Quedará a juicio de quien resuelve disponer o no la suspensión, destitución o inhabilitación.

Cuando el reconocimiento de la responsabilidad administrativa se lIevare a cabo en la etapa de investigación, la Secretaría formulará el pliego de cargo correspondiente. En estos casos, el reconocimiento deberá ser ratificado por el servidor público ante el Tribunal o la Comisión, según corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo 28 en su último párrafo.

ARTÍCULO 39.- Para la imposición de las sanciones administrativas, el Tribunal o la Comisión, según corresponda, tomarán en cuenta los elementos propios del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en el acto u omisión, que a continuación se refieren:

I. La gravedad del acto u omisión y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de la Ley o las que se dicten con base en ella; 

II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 

III. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio; 

IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 

V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 

VI. El monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones. 

Para los efectos de la Ley, se considerará reincidente al servidor público que habiendo sido declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones inherentes a su empleo, cargo o comisión, por resolución emitida en los términos de las leyes aplicables o bien, por el Tribunal o la Comisión de conformidad con esta Ley, incurra nuevamente en una o varias conductas que impliquen responsabilidad administrativa.

ARTÍCULO 40.- El Tribunal o la Comisión declararán de oficio, en cualquier estado del proceso disciplinario, la prescripción de sus facultades para imponer sanciones administrativas, tan pronto se advierta ésta, en cuyo caso procederán a ordenar el archivo del expediente respectivo.

Capítulo V 
Del proceso disciplinario ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa

Sección Primera 
Generalidades

ARTÍCULO 41.- Recibido el pliego de cargo, el Tribunal dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del pliego analizará si cumple con los requisitos que establece el artículo 30 y si advierte que no cumple con alguno de ellos, prevendrá a la Secretaría para que dentro del término de diez días hábiles siguientes a la notificación de la prevención, cubra el requisito omitido o acompañe las copias necesarias para el traslado. Si la Secretaría no da cumplimiento a la providencia relativa, el Tribunal tendrá por no presentado el pliego de cargo correspondiente y, en consecuencia, podrán fincarse al servidor público omiso las responsabilidades que procedan.

ARTÍCULO 42.- Cuando el pliego de cargo se ajuste a lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley o bien, una vez cumplidos los requisitos omitidos, el Tribunal acordará su admisión y sustanciará el proceso disciplinario a que se refiere este Capítulo, para la imposición de las sanciones administrativas que en su caso procedan.

ARTÍCULO 43.- En los procesos disciplinarios que se tramiten ante el Tribunal, cada una de las partes será responsable de los gastos que genere y por lo tanto no habrá lugar a la condenación en costas.

ARTÍCULO 44.- Son partes en el proceso disciplinario:

I. La Secretaría, a través de la unidad administrativa que en términos de su Reglamento Interior se encuentre facultada para instruir la investigación, formular y presentar el pliego de cargo, así como para intervenir en el proceso disciplinario, y 

II. El servidor público probable responsable. 

ARTÍCULO 45.- Del pliego de cargo admitido, el Tribunal correrá traslado al servidor público probable responsable, con copias simples de los documentos que sustentan dicho pliego, emplazándolo para que en el término de quince días hábiles conteste los actos u omisiones que se le atribuyen y que pudieran ser causa de responsabilidad administrativa. En este caso, el emplazamiento a dicho servidor público deberá realizarse a través de notificación personal.

El servidor público en su contestación, deberá referirse a todos y cada uno de los hechos y a los actos u omisiones que se le atribuyen.

Aún cuando el servidor público no de contestación al pliego de cargo respectivo, tendrá el derecho a ofrecer pruebas, conforme se establece en el artículo siguiente.

El expediente respectivo estará para su consulta, a disposición del servidor público probable responsable así como de quienes hayan sido autorizados en términos del artículo 47 de la Ley.

ARTÍCULO 46.- Una vez transcurrido el término para contestar el pliego de cargo, el Presidente de la Sala, turnará el expediente al magistrado instructor respectivo, quien dictará un auto en el que ordenará abrir a prueba el proceso, por un término común de diez días hábiles, para que el servidor público ofrezca sus pruebas y, en su caso, la Secretaría aporte aquéllas que deriven directamente de la contestación del servidor público.

ARTÍCULO 47.- El servidor público probable responsable podrá autorizar a cualquier persona, para que en su nombre y representación realice todas las acciones que se requieran para la adecuada defensa de dicho servidor público.

ARTíCULO 48.- Las promociones que las partes presenten, deberán estar firmadas por quien las formule, en el caso de que aquél que promueva no pueda o sepa firmar, estampará su huella digital.

Sección Segunda
De las pruebas

ARTÍCULO 49.- El magistrado instructor podrá decretar en todo tiempo la práctica, ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia, siempre que lo estime necesario y sea conducente para el conocimiento de la verdad. Al efecto, podrá requerir al servidor público probable responsable y a la dependencia y entidad que correspondan, la información y documentación que se relacionen con la probable responsabilidad, estando obligados éstos para proporcionarla de manera oportuna.

ARTÍCULO 50.- Las partes podrán ofrecer cualquier prueba conforme a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo la confesional mediante absolución de posiciones a cargo de las partes; la solicitud de información que haga el tribunal a las autoridades, sólo se limitará a hechos que consten en documentos que obren en poder de éstas.

ARTÍCULO 51.- El magistrado instructor sólo podrá desechar las pruebas de las partes, cuando:

I. El ofrecimiento no se hiciera conforme a derecho o en los plazos establecidos por la Ley; 

II. No guarden relación alguna con los hechos controvertidos; 

III. Sean notoriamente improcedentes o innecesarias, o 

IV. Sean contrarias a la moral y al derecho. 

ARTÍCULO 52.- La prueba a cargo de peritos tendrá lugar cuando se requieran conocimientos especiales o específicos en alguna ciencia, técnica, arte u oficio.

Al ofrecerse la prueba pericial tendrá que indicarse la materia sobre la que deba versar y exhibirse el cuestionario sobre el cual el perito rendirá su dictamen en la audiencia respectiva.

ARTÍCULO 53.- En todo caso, para preparar la recepción de la prueba pericial, se deberá atender a lo siguiente:

I. Se requerirá a la parte que la ofrezca para que en el término de tres días hábiles siguientes a su admisión, presente a su perito a fin de que acepte el cargo y proteste su fiel y legal desempeño, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo o de que la persona propuesta no acepte el cargo, únicamente se tomará en cuenta el peritaje de quien cumpla en sus términos el requerimiento; 

II. En la diligencia en que se haga constar la protesta del cargo, se hará del conocimiento del perito que deberá rendir su dictamen a más tardar en la audiencia de desahogo de pruebas, y 

III. Para el caso de que sea necesario, el perito tercero en discordia será designado de entre los que se encuentren adscritos al Tribunal; si no existe perito adscrito en la ciencia, técnica, arte u oficio que se requiera, el magistrado instructor podrá designar bajo su responsabilidad a la persona que rendirá dicho dictamen, procurando se trate de peritos de instituciones públicas, a efecto de evitar gastos a las partes. 

ARTÍCULO 54.- Los testigos no podrán exceder de tres por cada hecho que se pretenda demostrar.

Cuando el testigo sea un servidor público con nivel de Director General o superior a éste en la Dependencia o su equivalente en las entidades o en la Procuraduría General de la República, podrá rendir su testimonio por medio de oficio.

Salvo el supuesto previsto en el párrafo anterior, no se presentarán interrogatorios escritos para el examen de los testigos.

ARTÍCULO 55.- Los testigos que ofrezcan las partes en el proceso, deberán ser presentados por el oferente, pero si éste bajo protesta de decir verdad manifiesta su imposibilidad para hacerlo, desde el momento del ofrecimiento, el magistrado instructor girará citatorio para que comparezcan.

ARTÍCULO 56.- Los peritos, testigos y, en general, los terceros que no constituyan parte podrán ser citados por cédula o por cualquier otro medio fidedigno, cerciorándose fehacientemente quien haga el citatorio de ser el domicilio de la persona citada.

ARTÍCULO 57.- Son documentos públicos aquellos cuya formación se encomienda por la ley, dentro de los límites de su competencia, a quien se encuentre revestido de fe pública y los expedidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se acredita por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos que, en su caso, prevengan las leyes.

Los documentos públicos expedidos por autoridades de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal, o de los Municipios, harán fe en el proceso, sin necesidad de legalización.

ARTÍCULO 58.- Son documentos privados los que no reúnen los requisitos previstos en el artículo anterior.

ARTÍCULO 59.- En relación. con las documentales públicas que el servidor público vaya a ofrecer como prueba de su parte y que no obren en su poder, deberán ser solicitadas previamente, cuando menos con tres días hábiles de anticipación a su ofrecimiento, y bastará con que éste las mencione en su escrito de ofrecimiento y, en su caso, exhiba el recibo o el acuse de recibo en el que conste que fueron

solicitadas, para que de ser necesario el magistrado instructor requiera su envío o entrega en el plazo que determine para ello.

ARTÍCULO 60.- La inspección podrá practicarse, a petición de parte o de oficio, con citación oportuna, cuando pueda servir para aclarar o fijar hechos relativos a la conducta irregular imputada, que no requieran conocimientos técnicos especiales.

Al verificarse la inspección, podrán asistir las partes o las personas autorizadas por éstas, y cualquiera de ellas podrá efectuar las observaciones que estimen convenientes; incluso, a petición de éstas o a iniciativa del propio magistrado instructor, podrán levantarse croquis o tomarse fotografías del lugar u objetos materia de la inspección.

ARTÍCULO 61.- En la apreciación y valoración de las pruebas, se atenderá a lo siguiente:

I. La confesión expresa hará prueba plena, cuando sea hecha por persona capacitada para obligarse, con pleno consentimiento, sin coacción ni violencia y que sea sobre hechos propios;. 

II. Los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos procedan; pero si en éstos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. 

Tendrán igual valor la inspección cuando se refiera a puntos que no requieran conocimientos técnicos especiales y las presunciones legales que no admitan prueba en contrario. Las demás presunciones legales tendrán el mismo valor, mientras no sean desvirtuadas. 

El valor. probatorio de las presunciones restantes queda al prudente arbitrio del Tribunal;

III. Los documentos privados aportados y admitidos, serán valorados en su conjunto por el Tribunal, atendiendo a las reglas del Código Federal de Procedimientos Civiles, y 

IV. Las periciales y testimoniales, así como las demás pruebas, quedarán a la prudente apreciación del Tribunal. Un solo testigo formará convicción si fue el único que se percató de los hechos y su declaración se encuentra adminiculada con otras pruebas que obren en el proceso. 

Sección Tercera 
De la audiencia

ARTÍCULO 62.- Concluido el periodo de ofrecimiento de pruebas, el magistrado instructor acordará sobre su admisión o desechamiento, y señalará día y hora para que tenga verificativo la audiencia en que se desahogarán las que fueron admitidas, la cual deberá fijarse en un plazo no menor a diez días hábiles, ni mayor de quince días hábiles. El Tribunal podrá ampliar este plazo cuando a su juicio o a petición de cualquiera de las partes, así lo requiera el desahogo de alguna de las pruebas.

La audiencia tendrá como finalidad el desahogo de las pruebas admitidas a las partes, que estén debidamente preparadas, por lo que la falta de asistencia de dichas partes no impedirá su celebración. De dicha audiencia se levantará un acta, que será suscrita por las personas que intervinieron en ella.

Durante la sustanciación del proceso disciplinario, el Tribunal podrá practicar todas las diligencias necesarias para mejor proveer y acreditar la probable responsabilidad del servidor público de que se trate, así como requerir a éste, a las dependencias y entidades involucradas la información y documentación que se relacione con la probable responsabilidad, estando obligadas éstas a proporcionarlas de manera oportuna.

ARTÍCULO 63.- La audiencia podrá ser pública y al inicio de la misma, el secretario llamará a las partes, peritos y testigos, para que el magistrado instructor determine los que deberán permanecer en ese momento y quiénes quedarán en lugar separado.

Si en el proceso se estima que el desahogo de una prueba debe hacerse de manera reservada, las diligencias que tengan que practicarse tendrán dicho carácter.

ARTÍCULO 64.- A los peritos cuyo dictamen ofrezcan las partes, éstas por sí mismas o por conducto de sus peritos, les podrán formular las preguntas que estimen convenientes en relación al dictamen rendido.

ARTÍCULO 65.- Los testigos rendirán su declaración al tenor de los interrogatorios que formulen las partes, pudiendo el magistrado instructor hacer las preguntas que estime necesarias; asimismo, las partes o el magistrado instructor podrán formular repreguntas a los testigos.

Al formularse las preguntas, se deberán observar las reglas siguientes:

I. Deberán tener relación directa con los puntos controvertidos; 

II. Se harán en términos claros y precisos; 

III. Una sola, no comprenderá más de un hecho; 

IV. Que no sean insidiosas, y 

V. Que su respuesta no esté implícita en la misma. 

Se podrán poner a la vista de los testigos otras pruebas que tengan relación con su testimonio, previa solicitud de cualquiera de las partes o de los propios testigos. Tal diligencia podrá ser ordenada por el magistrado instructor, si lo estima necesario.

ARTÍCULO 66.- Las documentales públicas que las partes ofrezcan se tendrán por desahogadas y se agregarán a los autos, dada su propia y especial naturaleza, salvo que se objete la autenticidad de las mismas, en cuyo caso las partes podrán ofrecer pruebas con respecto a las objeciones, las que se recibirán, si fueren procedentes, al momento de formular dichas objeciones y su desahogo se efectuará en la propia audiencia.

Sección Cuarta
Del cierre de instrucción y de las sentencias

ARTÍCULO 67.- Desahogadas todas las pruebas, el magistrado instructor concederá un término de tres días hábiles comunes a las partes, contados a partir del día siguiente de aquél en que se les notifique la conclusión del período de desahogo de pruebas, con la finalidad de que éstas aleguen por escrito lo que a su derecho convenga; el servidor público probable responsable, podrá hacerlo por sí o por medio de las personas autorizadas en términos de lo dispuesto por el artículo 47 de la Ley.

ARTÍCULO 68.- Recibidos los alegatos o aún sin ellos, el magistrado instructor declarará cerrada la instrucción y acordará el inicio del plazo de cuarenta días hábiles para la emisión de la resolución. Dentro de este plazo, en los primeros treinta días hábiles, deberá presentar el proyecto de resolución a los magistrados restantes que integran la Sala y en los diez días hábiles restantes se emitirá la resolución definitiva.

ARTÍCULO 69.- Fenecido el plazo que señala el artículo anterior, se pronunciará la sentencia por unanimidad o por mayoría de votos de los magistrados que integran la Sala, quedando a cargo del magistrado instructor engrosar dicha sentencia.

En caso de que la sentencia se apruebe por mayoría de votos, el magistrado disidente podrá formular su voto particular razonado, que deberá exhibir en un plazo de cinco días hábiles contados a partir de que reciba el proyecto de sentencia.

Si el proyecto elaborado por el magistrado instructor no fuera aceptado por los magistrados restantes que integran la Sala, aquél engrosará el fallo con los argumentos de los otros dos magistrados y el proyecto quedará como su voto particular.

ARTÍCULO 70;- La resolución que se dicte decidirá sobre la inexistencia de responsabilidad o impondrá al infractor las sanciones administrativas correspondientes y se notificará en un plazo no mayor de diez días hábiles. Dicha resolución se notificará personalmente al servidor público involucrado y al titular de la dependencia o entidad, para su conocimiento y, en su caso, ejecución Inmediata, en términos de lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 85 de la Ley.

La Secretaría o el servidor público probable responsable, podrá formular excitativa de justicia ante el Presidente del Tribunal, si el magistrado instructor no formula el proyecto respectivo dentro del plazo señalado en el artículo 68 de la Ley. Dicha excitativa podrá presentarse también por no dictarse la resolución a pesar de existir el proyecto del magistrado instructor.

ARTÍCULO 71.- Las secciones de la Sala Superior del Tribunal, de oficio o cuando medie petición fundada de la Sala o de la Secretaría, podrán ejercer la facultad de atracción, para resolver los procesos con características especiales.

A. Para efectos de esta Ley, los procesos tendrán características especiales:

I. Cuando de acreditarse las probables infracciones, éstas puedan considerarse graves y la sanción a aplicarse sea la inhabilitación superior a diez años; 

II. Cuando revistan singular- importancia por la naturaleza, interés o trascendencia de los actos u omisiones motivo de la acusación, y 

III. Cuando de los elementos con que se cuenta se desprenda que el lucro o beneficio obtenidos, o el daño o perjuicio causado, exceda de doscientas veces el salario mínimo general mensual vigente en el Distrito Federal, al momento de realizarse los actos u omisiones irregulares. 

B. El ejercicio de la facultad de atracción, se sujetará a las reglas siguientes:

I. La petición que, en su caso, formule la Sala o la Secretaría, deberá efectuarse hasta antes de que se decrete cerrada la instrucción; 

II. La Presidencia del Tribunal comunicará que se ejerce la facultad de atracción a la Sala, antes de que esta última decrete cerrada la instrucción; 

III. Los acuerdos de la Presidencia en los que se declare procedente la petición o que de oficio atraigan el proceso, se notificarán personalmente a la Secretaría y al servidor público acusado, por el magistrado instructor. De ser el caso, con la notificación se les requerirá que señalen domicilio para recibir notificaciones en el Distrito Federal; de no hacerlo, la resolución y las actuaciones diversas que dicte la Sala Superior se les notificarán en el domicilio que obre en las constancias de autos, y 

IV. Cerrada la instrucción, la Sala remitirá el expediente original a la secretaría general de acuerdos de la Sala Superior, quien la turnará al magistrado ponente correspondiente, conforme a las reglas que determine el Pleno del Tribunal. 

ARTÍCULO 72.- La resolución que en cada caso emita la Sala o las secciones de la Sala Superior del Tribunal, no requerirá de formalidad o solemnidad alguna; sin embargo, deberá contener:

I. La fijación clara y precisa de los hechos controvertidos, en un extracto breve; 

II. Las consideraciones lógico-jurídicas, fundamentación y motivaciones legales; en que se basa el dictado de ésta, que incluirá el examen y valoración de las pruebas que se hayan desahogado, así como la de los alegatos formulados; 

III. La decisión adoptada y, para el caso de que se declare la responsabilidad administrativa, el modo en que se ejecutará la sanción impuesta, y 

IV. Los puntos resolutivos. 

ARTÍCULO 73.- Las resoluciones definitivas causarán ejecutoria, siempre que transcurridos los términos para la presentación de los medios de impugnación a que se refiere esta Ley, las partes no los hubiesen promovido.

La declaración de que la resolución ha causado ejecutoria no admitirá ningún recurso.

ARTÍCULO 74.- Si después de agotar el proceso disciplinario el Tribunal considera que existen atenuantes de los actos u omisiones que se atribuyen al servidor público que ameriten la imposición de sanciones de amonestación pública o privada o de suspensión en el empleo cargo o comisión, procederá a imponerlas.

Capítulo VI
De la Comisión de Responsabilidad Profesional

ARTÍCULO 75.- En cada dependencia y entidad habrá una Comisión. La Comisión tendrá el carácter de autoridad y será competente para instaurar el proceso disciplinario e imponer las sanciones administrativas a que se refiere el segundo párrafo del artículo 31 de esta Ley.

En la instauración del proceso disciplinario y la imposición de las sanciones administrativas de su competencia, la Comisión observará las siguientes disposiciones:

I. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del pliego analizará si cumple con los requisitos que establece el artículo 30 y si advierte que no cumple con alguno de ellos, prevendrá a la Secretaría para que dentro del término de diez días hábiles siguientes a la notificación de la prevención, cubra el requisito omitido. Si la Secretaría no da cumplimiento a la providencia relativa, la Comisión tendrá por no presentado el pliego de cargo correspondiente y, en consecuencia, podrán fincarse al servidor público omiso las responsabilidades que procedan. 

Cuando el pliego de cargo se ajuste a lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley o bien, una vez cumplidos los requisitos omitidos, la Comisión acordará su admisión y procederá en los términos de las fracciones siguientes;

II. Citará personalmente al probable responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hora en que tendrá verificativo dicha audiencia, dándole vista con el expediente y el pliego de cargo, y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, de manera oral o escrita, por sí o por medio de un defensor. 

Entre la fecha de la citación y la de la audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días hábiles.

Durante la sustanciación del proceso disciplinario, la Comisión podrá practicar todas las diligencias necesarias para mejor proveer y acreditar la probable responsabilidad del servidor público de que se trate, así como requerir a éste, a las dependencias y entidades involucradas la información y documentación que se relacione con la probable responsabilidad, estando obligadas éstas a proporcionarlas de manera oportuna.

III. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Comisión resolverá dentro de los veinte días hábiles siguientes sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes. Dicha resolución se notificará personalmente al servidor público, al jefe inmediato y al titular de la dependencia o entidad, para su conocimiento y, en su caso, ejecución, en términos de lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 85 de la Ley. 

ARTÍCULO 76.- Cuando en el desarrollo del proceso ante la Comisión se requiera de la opinión especializada en alguna ciencia, técnica, arte u oficio, el servidor público o la Secretaría podrán nombrar a su propio perito. En estos casos, quedará a cargo de quien ofrezca la prueba pericial el pago de los honorarios respectivos.

En el supuesto de que las partes no ofrezcan a su perito o en el caso de que sea necesario el perito tercero en discordia, éste será designado por la Comisión, procurando se trate de peritos de instituciones públicas, a efecto de evitar gastos a las partes.

ARTÍCULO 77.- Si después de agotar el proceso disciplinario la Comisión considera que es incompetente para aplicar la sanción correspondiente" por estimar que debería aplicarse una sanción distinta a la amonestación o suspensión, dictará un acuerdo a fin de devolver el expediente, con todo lo actuado, a la Secretaría, para que ésta proceda en los términos de lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 28 de la Ley. En este caso, la prescripción se interrumpirá al haberse presentado el pliego de cargo ante la Comisión.

ARTÍCULO 78.- La Comisión estará integrada por tres servidores públicos que fungirán como comisionados y ejercerá sus atribuciones de manera colegiada, adoptará sus decisiones por mayoría de votos y se integrará de la siguiente manera:

I. Por un servidor público designado por el Titular de la dependencia o entidad; 

II. Por el encargado de los asuntos jurídicos de la dependencia o entidad, y 

III. Por un representante nombrado por los servidores públicos de la dependencia o entidad, a través del procedimiento que se establezca en las reglas de organización y funcionamiento interior de la Comisión. 

Los comisionados a que se refieren la fracción I y III desempeñarán su encargo cuando menos dos años, salvo que medie causa justificada.

La función de Comisionado, propietario o suplente, será inherente al desempeño del empleo, cargo o comisión del servidor público designado, por lo que no procederá el pago de remuneraciones por dicha función.

La Comisión sesionará con la periodicidad que requiera la tramitación y resolución de los procesos disciplinarios de su competencia. Las sesiones de la Comisión requerirán de la presencia de la totalidad de sus integrantes.

Los integrantes propietarios podrán designar a sus respectivos suplentes. La suplencia recaerá en servidores públicos del área de adscripción del comisionado titular y deberán tener el nivel jerárquico inmediato inferior a éste.

La Presidencia de la Comisión recaerá en el servidor público designado por el Titular de la dependencia o entidad.

ARTÍCULO 79.- Los órganos administrativos desconcentrados que cuenten con un órgano interno de control deberán integrar su propia Comisión, conforme a las bases establecidas en el presente Capítulo.

ARTÍCULO 80.- La Comisión, además de las facultades que le confiere la Ley, tendrá las siguientes:

I. Vigilar que se cumplan sus resoluciones, así como imponer las medidas de apremio previstas en la Ley, para hacer cumplir sus determinaciones; 

II. Tramitar y resolver los asuntos que se refieran a excusas de los comisionados; 

III. Rendir los informes relativos a los juicios de amparo que se promuevan en contra de sus resoluciones y de los actos que en ejercicio de sus atribuciones se dicten para sustanciar los procesos disciplinarios a su cargo, cuando sean impugnados; 

IV. Dictar las reglas que requiera la organización y funcionamiento interior de la propia Comisión, incluyendo el procedimiento de selección del Comisionado a que se refiere la fracción IV del artículo 78 de la Ley; 

V. Dirigir y supervisar las actividades de la Secretaría Técnica; 

VI. Ordenar a la Secretaría Técnica la ejecución de sus acuerdos, y 

VII. Las demás de naturaleza análoga o conexa a las previstas en este artículo. 

ARTÍCULO 81.- La Comisión contará con una Secretaría Técnica, a cargo del encargado de los asuntos jurídicos de la dependencia o entidad.

ARTÍCULO 82.- La Secretaría Técnica de la Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Iniciar e instruir los procesos disciplinarios competencia de la Comisión; 

II. Dictar los acuerdos, emitir los oficios y demás documentos, para la debida instrumentación de los procesos a su cargo; 

III. Solicitar a las dependencias y entidades las opiniones técnicas que requiera el desahogo del, proceso disciplinario, en los asuntos en que esto sea necesario; 

IV. Emitir las convocatorias y el orden del día para que la Comisión sesione, cuando menos con dos días hábiles de anticipación; 

V. Elaborar, atendiendo a los términos establecidos para ello en la Ley, el proyecto de resolución correspondiente; 

VI. Suscribir los informes que deba rendir la Comisión en los juicios de amparo que se promuevan en contra de las resoluciones del órgano colegiado, y 

VII. Las demás que mediante acuerdo, le encomiende la Comisión. 

La Secretaría Técnica podrá habilitar a servidores públicos de otras unidades administrativas de la dependencia o entidad, según sea el caso, a efecto de que puedan desahogar las diligencias que se precisen en el acuerdo respectivo o bien para recibir las promociones o documentos que los servidores públicos probables responsables pretendan exhibir en el proceso.

Capítulo VII 
De las notificaciones y de la forma de computar los términos

ARTÍCULO 83.- La notificación de las resoluciones deberá llevarse a cabo a más tardar al quinto día hábil siguiente a aquél en que se dicte la propia resolución.

ARTÍCULO 84.- Para la validez de las notificaciones personales, éstas deberán contener:

I. El fundamento jurídico que les resulta aplicable y con base en el cual se practican; 

II. El nombre y domicilio de la persona a notificar; 

III. El nombre de la persona que notifica; 

IV. El acto que es motivo de la notificación; 

V. La fecha en que se realiza la notificación, considerando día, mes y año, y 

La firma del notificador y, en su caso, la del notificado o de la persona con la que se entendió la notificación, o bien la razón por la cual no consta la firma en los dos últimos casos.

ARTÍCULO 85.- Las notificaciones a los servidores públicos podrán realizarse en el local de la Sala o de la Secretaría Técnica de la Comisión, si éstos se presentan dentro de las veinticuatro horas siguientes a aquélla en que se haya emitido la resolución. Cuando el servidor público no se presenta se podrá efectuar por lista autorizada que se fijará en lugar visible del local que ocupa la Sala o la Secretaría Técnica de la Comisión.

Las notificaciones que deban efectuarse a las autoridades administrativas se realizarán por oficio o, en casos urgentes, vía telegráfica.

ARTÍCULO 86.- La autoridad asentará en las actuaciones respectivas, la fecha del envío por correo o de la entrega de los oficios de notificación; de las notificaciones personales y por lista, así como una breve relación circunstanciada de su actuación; los acuses de recibo postales y las piezas certificadas devueltas se agregarán al expediente con la razón correspondiente, como constancia.

ARTÍCULO 87.- Las notificaciones surtirán efectos el día hábil siguiente a aquél en que se practiquen; en el caso de las notificaciones realizadas por lista, se tendrá como fecha de notificación la del día en que se hubiere fijado.

Capítulo VIII
De la ejecución de las resoluciones

ARTÍCULO 88- Las resoluciones dictadas por el Tribunal o la Comisión serán ejecutadas de inmediato en los términos que disponga la propia resolución.

Asimismo, la resolución será notificada a la autoridad que presentó el pliego de cargo para efectos del seguimiento de su ejecución y solicitud de inscripción en el Registro a que se refiere el artículo 40 de la Ley de Responsabilidades.

ARTÍCULO 89.- Las sanciones económicas serán impuestas por el Tribunal y ejecutadas por la autoridad fiscal competente.

Las sanciones económicas que se impongan constituirán créditos fiscales a favor del Erario Federal, se harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución, tendrán la prelación prevista para dichos créditos y se sujetarán en todo a las disposiciones fiscales aplicables.

Capítulo IX
De los medios de impugnación

ARTÍCULO 90.- En contra de las resoluciones del Tribunal o de la Comisión, el servidor público podrá interponer el juicio de amparo, en los términos de las disposiciones legales aplicables.

En estos casos, la Secretaría tendrá, en los procedimientos correspondientes, el carácter de tercero perjudicado.

ARTÍCULO 91.- Las sentencias del Tribunal serán definitivas para la Secretaría, por lo que ésta no podrá impugnarlas de manera alguna, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente.

Las resoluciones de la Comisión en todos los casos, serán definitivas para la Secretaría.

ARTÍCULO 92.- La Secretaría podrá apelar ante la Sala Superior, las sentencias definitivas que dicten las secciones de la Sala Superior, las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o las Salas Itinerantes, siempre que el asunto se encuentre en alguno de los casos siguientes:

I. Cuando el acto u omisión atribuible al servidor público haya sido considerado como infracción grave en el pliego de cargo respectivo y la conducta no haya sido sancionada o bien, la sanción impuesta no corresponda a las establecidas para este tipo de conducta, conforme a lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades; 

II. Cuando no se tome en consideración la reincidencia en el incumplimiento de obligaciones por el servidor público, y 

III. Cuando no se imponga sanción económica al servidor público sujeto a proceso disciplinario o la impuesta sea notoriamente inferior a la solicitada por la Secretaría, con base en los elementos que sustenten el pliego de cargo respectivo. 

Cuando la sentencia afecte los intereses jurídicos de ambas partes y sea apelada por la Secretaría, también podrá ser apelada por los servidores públicos conforme a lo señalado en el siguiente artículo. Si no procede la apelación de la Secretaría tampoco procederá la de los servidores públicos.

ARTÍCULO 93.- La Secretaría interpondrá el recurso por escrito ante el Pleno de la Sala Superior, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que surta efectos la notificación de la sentencia que se impugna, expresando los agravios que se consideren procedentes.

Al recibirse el recurso se mandará correr traslado a la parte contraria por el término de quince días hábiles, para que el servidor público exponga lo que a su derecho convenga y en su caso, - a su vez, apele la parte de la sentencia que lesione su interés jurídico. En este último caso, se correrá traslado a las autoridades por un término de quince días hábiles. Vencido dicho término el Magistrado Ponente, dentro del plazo de veinte días hábiles, formulará el proyecto de resolución que someterá a la Sala Superior, la cual resolverá en un término de diez días hábiles.

ARTÍCULO 94.- El Pleno de la Sala Superior, al resolver la apelación, podrá desecharla, confirmar la sentencia o modificarla, así como revocarla para dictar una nueva que la substituya.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que la modificación así lo disponga, se ordenará a la dependencia o entidad, en la que el servidor público preste o haya prestado sus servicios, lo restituya en el goce de los derechos de que hubiese sido privado por la ejecución de la sentencia impugnada, en los términos de la resolución de la propia apelación.

ARTÍCULO 95.- Las resoluciones que dicte el Pleno de la Sala Superior en la instancia de apelación, serán definitivas para la Secretaría.

ARTÍCULO 96.- Sólo podrán presentarse nuevas pruebas cuando éstas sean supervenientes o relativas a hechos posteriores a la sentencia de primera instancia, que puedan tener influencia en la resolución de la apelación. No se podrán formular argumentos que cambien los fundamentos de derecho de la resolución dictada en primera instancia, ni presentar conceptos diferentes de los señalados en el pliego de cargo; sin embargo, se podrán añadir nuevos argumentos en relación con los mismos conceptos.

Los apelantes deberán acompañar las copias necesarias para el traslado de sus escritos y de sus pruebas, y en su defecto, se les prevendrá que las exhiban en cinco días hábiles. De no dar cumplimiento se les desechará la apelación. Respecto de las pruebas, no habrá prevención y se tendrán por no ofrecidas.

ARTÍCULO 97.- La admisión de la apelación interpuesta por el servidor público, suspende la ejecución de la sentencia, hasta que ésta cause ejecutoria, siempre y cuando lo solicite el promovente, conforme a las siguientes reglas:

I. En tratándose de sanciones económicas, si el pago de éstas se garantiza en los términos que prevenga el Código Fiscal de la Federación, y 

II. En tratándose de otras sanciones, se concederá la suspensión si concurren los siguientes requisitos: 

a. Que la ejecución de la resolución recurrida produzca daños o perjuicios de difícil reparación en contra del servidor público, y 

b. Que la suspensión no traiga como consecuencia la consumación o continuación de actos u omisiones que impliquen perjuicios al intetés social o al servicio público. 

CAPÍTULO X
De los impedimentos y excusas

ARTÍCULO 98.- Los magistrados del Tribunal o los comisionados, se encontrarán impedidos para conocer de los procesos en que intervengan, en los casos siguientes:

I. Tengan interés personal en el asunto; 

II. Sean parientes por consanguinidad, por afinidad o civiles de alguna de las partes o de sus patronos o representantes, en línea recta sin limitación de grado y en línea colateral dentro del cuarto grado por consanguinidad y segundo por afinidad; 

III. Hayan sido patronos o apoderados en el mismo asunto; 

IV. Figuren como parte en un proceso similar, pendiente de resolución, o 

V. Se coloquen en una situación que pueda afectar su imparcialidad en forma análoga o más grave que las mencionadas con anterioridad. 

ARTíCULO 99.- Cuando concurra alguno de los impedimentos precisados en el artículo anterior, el magistrado o comisionado de que se trate estará obligado a excusarse del conocimiento del asunto, manifestando específicamente en qué consiste tal impedimento.

El magistrado o comisionado que estando impedido para conocer de algún asunto no se excuse o que no estándolo intente excusarse argumentando una razón diversa a los casos señalados en el artículo anterior, incurre en responsabilidad.

ARTíCULO 100.- Manifestada una causa de impedimento, el Presidente de la Sala turnará el asunto al Presidente del Tribunal, con la finalidad de que éste la califique y de resultar fundada, se proceda conforme lo prevenga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

En tratándose de la Comisión, su Presidente calificará el impedimento y de ser fundado, excluirá al comisionado de la resolución del proceso disciplinario correspondiente.

CAPÍTULO XI 
De los incidentes

ARTíCULO 101.- En el proceso disciplinario seguido ante el Tribunal o en su caso, ante la Comisión, solamente serán de previo y especial pronunciamiento:

I. El de acumulación de autos; 

II. El de nulidad de notificaciones, y 

III. La recusación por causa de impedimento. 

La interposición de cualquiera de estos incidentes, suspenderá la prosecución del proceso.

Cuando se determine que la interposición del incidente se realizó con la intención de retardar la prosecución normal del proceso, se impondrá al promovente una multa de hasta cien veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

ARTÍCULO 102.- Los incidentes que no tengan señalado un trámite especial, serán substanciados previa promoción de parte que se presentará dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación del acto que lo motive o de aquél en que tuvo conocimiento del hecho que origine su interposición, ofreciendo en la misma promoción las pruebas que estime pertinentes.

Interpuesto el incidente, el magistrado instructor o en su caso, la Secretaría Técnica de la Comisión, correrán traslado a la otra parte, quien contará con un término de tres días hábiles para que, en su caso, promueva las pruebas que considere necesarias. Vencido dicho término, se citará a una audiencia de alegatos, que se verificará dentro de los tres días hábiles siguientes, concurran o no las partes.

Si se promueven pruebas y el magistrado instructor o en su caso, la Secretaría Técnica de la Comisión, estiman que deben desahogarse, abrirán una dilación probatoria de diez días, al término del cual se recibirán y practicarán las que se admitan.

En cualquiera de los supuestos, el Tribunal, la Sala o en su caso, la Comisión según corresponda, dictarán su resolución, dentro de los cinco días hábiles siguientes.

ARTÍCULO 103.- La acumulación de dos o más procesos pendientes de resolución, procederá cuando:

I. Se sigan por conductas irregulares conexas cometidas por el mismo servidor público y de las que se tuvo conocimiento después de elaborarse el pliego a que alude el párrafo primero del artículo 28 de la Ley, y 

II. Se sigan por un mismo acto u omisión atribuible a diversos servidores públicos, de los que esté conociendo la Sala o la Comisión. 

ARTÍCULO 104.- Desde que se solicite la acumulación hasta que sea resuelta, se suspenderá todo procedimiento en los procesos disciplinarios.

Dicha acumulación se solicitará al magistrado instructor que recibió el pliego en primera instancia o en su caso, a la Secretaría Técnica de la Comisión. Con independencia de ello, la acumulación podrá decretarse de oficio.

Las solicitudes de acumulación notoriamente infundadas serán desechadas de plano.

ARTÍCULO 105.- Cuando la acumulación se decrete procedente, el magistrado instructor que conozca del proceso más reciente remitirá el expediente al que conoce del primero, en un término que no excederá de seis días hábiles.

ARTÍCULO 106.- Las notificaciones efectuadas en forma distinta de la señalada en los artículos 83, 84, 85 u 87 de la Ley, u omitidas, deberán declararse nulas.

En caso de declararse la nulidad, el Presidente de la Sala o en su caso, el Presidente de la Comisión, ordenarán se reponga el proceso a partir de la notificación anulada y las actuaciones posteriores.

ARTÍCULO 107.- Las partes podrán recusar a los magistrados instructores o a los comisionados, cuando se encuentren en cualquiera de los casos previstos por el artículo 98 de la Ley.

ARTÍCULO 108.- La recusación de cualquier magistrado instructor o comisionado, se promoverá dentro de los tres días hábiles siguientes a aquél en que se tenga conocimiento del impedimento, mediante escrito que se presente ante la Sala Superior, la Sección, la Sala o Comisión, según corresponda, acompañado de las pruebas que se ofrezcan.

El Presidente de la Sala Superior, de la sección o de la Sala, dentro del término de cinco días hábiles siguientes a la presentación del escrito, enviará éste, conjuntamente con un informe que el magistrado instructor recusado deberá rendir, al Pleno del Tribunal. La falta del informe generará la presunción de que es cierto el impedimento.

Si el Pleno del Tribunal considera fundada la recusación, el magistrado será sustituido con arreglo a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

En tratándose de la Comisión, previo informe que le deberá rendir el comisionado recusado, resolverá sobre la procedencia de la recusación. La falta de informe generará la presunción de certeza del impedimento. Si es fundada la recusación se excluirá al comisionado recusado en la tramitación del proceso, en cuyo caso la resolución deberá emitirse por unanimidad.

Los magistrados que conozcan de una recusación, son irrecusables para ese solo efecto. En los mismos términos, los integrantes de la comisión que resuelvan serán irrecusables.

ARTÍCULO 109.- El perito que nombre el Tribunal o la Comisión, podrá ser recusado por las mismas causas que lo pueden ser los magistrados o los comisionados, dentro de los tres días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación del acuerdo por el que se haga su nombramiento.

El Presidente de la Sala o la Comisión, según corresponda, solicitará al perito recusado, rinda un informe dentro de los tres días hábiles siguientes a aquél en que se haya recibido la recusación; en caso de omitir rendir el informe, se presumirá cierto el impedimento.

El Presidente de la Sala o la Comisión, según corresponda, resolverán la recusación y si la encuentran fundada, en el caso de la Sala Especializada en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, ordenará se sustituya al perito recusado, nombrando otro en su lugar.

Capítulo XII
De la jurisprudencia

ARTICULO 110.- La jurisprudencia en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos será fijada por el Tribunal, en los términos del Capítulo XII del Título VI del Código Fiscal de la Federación. Las Salas del Tribunal están obligadas a aplicar la jurisprudencia de éste en la materia, salvo que aquélla contravenga jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación.

TRANSITORIOS

Artículo primero.- La presente Ley entrará en vigor un año después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo establecido en el presente ordenamiento.

Se deja sin efectos, en lo referente únicamente a la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República, el artículo sexto transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Artículo tercero.- Los actos y omisiones que pudieran implicar responsabilidad administrativa de los servidores públicos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República, se regirán por las disposiciones sustantivas vigentes al momento de producirse tales actos u omisiones. El procedimiento para la imposición de las sanciones administrativas a que haya lugar, se llevará a cabo conforme a lo establecido en esta Ley, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.

Los procedimientos seguidos a servidores públicos de los señalados en el párrafo anterior, que se encuentren en trámite o pendientes de resolución, a la entrada en vigor de la presente Ley, en los cuales se haya citado a la audiencia a que se refieren los artículos 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 0.21 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, según corresponda, deberán sustanciarse y concluirse de conformidad con las disposiciones aplicables al momento de efectuarse dicho citatorio.

Artículo cuarto.- Las menciones que en otras leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas o administrativas de carácter federal se hagan a preceptos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, o bien de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, se entenderán referidas a los artículos cuyo contenido coincida con los establecidos por esta Ley, en el ámbito de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República.

Artículo quinto._ Las atribuciones que las disposiciones jurídicas vigentes confieren a los titulares de las áreas de responsabilidades de los órganos internos de control de las dependencias -y entidades, se entenderán conferidas a los titulares de las áreas de quejas de dichos órganos.

Artículo sexto.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público realizará los actos conducentes para el traspaso de los recursos presupuestarios que se requieran para la creación de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, en favor de la Secretaría de la Función Pública para la creación de las autoridades encargadas de sustanciar la etapa de investigación a que se refiere esta Ley, para el fortalecimiento de las funciones del Instituto Federal de Defensoría Pública y, en su caso, a las Comisiones de Responsabilidad Profesional.

Los traspasos de recursos presupuestarios a que se refiere este artículo, se realizarán con cargo a los presupuestos autorizados a los órganos internos de control en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, para el ejercicio fiscal de que se trate.

Artículo séptimo.- Las dependencias y entidades traspasarán los recursos humanos, materiales y financieros que procedan, autorizados en el ejercicio fiscal de que se trate, a las áreas de responsabilidades de los órganos internos de control, para cubrir las erogaciones a que se refiere el artículo transitorio anterior, en el siguiente orden y conforme a la disponibilidad de recursos:

I. Traspasos al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para la integración de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

II. Traspasos a la Secretaría de la Función Pública para crear las áreas encargadas de sustanciar la etapa de investigación. En caso de que los traspasos no sean suficientes, las erogaciones adicionales serán cubiertas con cargo al presupuesto de la Secretaría de la Función Pública. 

III. Traspasos al Instituto Federal de Defensoría Pública, para cumplir las obligaciones que le establece esta Ley. 

IV. En su caso, traspasos para las Secretarías Técnicas de las Comisiones de Responsabilidad Profesional. 

Artículo octavo.- La designación de los tres primeros comisionados de las Comisiones de Responsabilidad Profesional, deberá realizarse dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la presente Ley.

El primer Comisionado a que se refiere la fracción IV del artículo 78 de la Ley, será nombrado a través del procedimiento que establezca la unidad administrativa encargada de las relaciones laborales de la dependencia, órgano o entidad respectiva.

Artículo noveno.- Los traspasos de recursos humanos, financieros y materiales que se lleven a cabo en virtud de lo dispuesto en los artículos transitorios sexto y séptimo anteriores, no implicarán erogaciones adicionales a las autorizadas a los órganos internos de control en el año de que se trate, ni incrementos en los respectivos presupuestos regularizables de servicios personales para los próximos ejercicios fiscales.

Artículo décimo.- Las dependencias y entidades, en su caso, continuarán proporcionando a la Secretaría los espacios físicos que requiera para el cumplimiento de sus atribuciones.

Igualmente, en tanto se realizan las transferencias a que se refieren los artículos transitorios de la Ley, seguirán proporcionando a la Secretaría los recursos materiales indispensables para el ejercicio de sus facultades."

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMAN los artículos 1, fracción IV; 3, fracciones III, IX y X; 4; 5; 8, fracciones I, II, III, XI, primer párrafo, XVI, XX y XXI; 13, párrafos segundo y cuarto; 30, primer párrafo; 32; 34, párrafos primero y tercero; 37; 40, párrafo séptimo; 42, primer párrafo y 47; se DEROGAN los artículos 10; 12; 17; 18; 19; 20; 22; 24; 25; 28 Y 29; y se ADICIONAN los artículos 3, con las fracciones XI y XII; 34, con un cuarto párrafo, pasando el actual cuarto párrafo a ser quinto y 42, con un sexto párrafo de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, para quedar como sigue:

"ARTÍCULO 1.- . . .

I a III. ...

IV. Las autoridades competentes y el procedimiento para aplicar dichas sanciones, con independencia de lo dispuesto por la Ley de Justicia.

En materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, no resultan aplicables los ordenamientos que regulan el juicio contencioso-administrativo federal, y

V.... 

ARTÍCULO 3.- ...

I a II. ...

III. La Secretaría de la Función Pública.

IV a VIII. . .

X. El Banco de México;

X. Los demás órganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las leyes;

XI. Los contralores internos y los titulares de las áreas de auditoría y de quejas de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, y

XII. La Comisión de Responsabilidad Profesional, en cada dependencia o entidad.

ARTÍCULO 4.- No son aplicables para las dependencias y entidades los artículos 14, 16, 21, 23, 26, 27, 30, 31 y 32 de la Ley, relativos al procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.

ARTíCULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

Ley: A la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Ley de Justicia: A la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

Secretaría: A la Secretaría de la Función Pública.

Contralorías internas: A los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como de la Procuraduría General de la República.

Contralores internos y titulares de las áreas de auditoría y de quejas: A los titulares de las contralorías internas y a los de las áreas de auditoría y de quejas, designados por la Secretaría.

Dependencias: A las consideradas como tales en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidos sus órganos administrativos desconcentrados, así como la Procuraduría General de la República.

Entidades: A las consideradas como entidades paraestatales en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Tribunal: Al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

Comisión: A la Comisión de Responsabilidad profesional que se forme en cada dependencia o entidad.

ARTÍCULO 8.- . . .

I. Cumplir el servicio que le sea encomendado, absteniéndose de cualquier acto u omisión que pause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión;

II. Formular o ejecutar Iegalmente los planes, programas o presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes o la normatividad que determinen el manejo de recursos económicos públicos;

III. Utilizar los recursos que tenga asignados o las facultades que le hayan sido atribuidas pata. ,e] desempeño de su empleo, cargo o comisión, exclusivamente para los fines a que están afectos.

IV. a X.....

XI. Excusarse de intervenir, por motivo de su encargo, en cualquier forma en la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge, concubina o concubinario, o parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes civiles, o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte.

.....

XII a XV. ...

XVI.  Atender las instrucciones, requerimientos o resoluciones que reciba de la Secretaría, del contralor interno, de los titulares de las áreas de auditoría y de quejas, del Tribunal o de la Comisión, conforme a la competencia de éstos, dentro de los plazos que se le indiquen, absteniéndose de dilatar su cumplimiento o hacer caso omiso de ellas;

XVII a XIX. ...

XX.    Abstenerse, en ejercicio de sus _unciones o con motivo de ellas, de celebrar o autorizar la celebración de pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos y enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra pública o de servicios relacionados con ésta, con quien desempeñe un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien con las sociedades de las que dichas personas formen parte, sin la autorización previa y específica de la Secretaría o del contralor interno, a propuesta razonada, conforme a las disposiciones legales aplicables, del titular de la dependencia o entidad, o de quien éste designe de manera expresa ante la Secretaría o el contralor interno. Por ningún motivo podrá celebrarse pedido o contrato alguno con quien se encuentre inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público;

XXI.   Abstenerse de inhibir por sí o por interpósita persona, utilizando cualquier medio, a los posibles quejosos o denunciantes con el fin de evitar la formulación o presentación de quejas ° denuncias, o realizar, con motivo de ello, cualquier acto u omisión que redunde en perjuicio de los intereses de quienes las formulen o presenten;

XXII a XXIV. ...

......

ARTÍCULO 10.- (Se deroga) 

ARTíCULO 12.- (Se deroga)

ARTíCULO 13.- . . .

I a V. ...

Cuando la inhabilitación se imponga por un acto u omisión que no cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, y no se trate de infracciones graves, será de seis meses a un año, sin perjuicio de la imposición de otras de las sanciones establecidas en este artículo.
......

Cuando se imponga la sanción de inhabilitación y el servidor público esté en funciones se impondrá, sin perjuicio de la imposición de otras sanciones, la sanción de destitución.
......
......
......

ARTÍCULO 17.- (Se deroga) 
ARTÍCULO 18.- (Se deroga)
ARTÍCULO 19.- (Se deroga) 
ARTÍCULO 20.- (Se deroga)
ARTÍCULO 22.- (Se deroga) 
ARTÍCULO 24.- (Se deroga)
ARTÍCULO 25.- (Se deroga) 
ARTÍCULO 28.- (Se deroga)
ARTÍCULO 29.- (Se deroga)

ARTICULO 30.- La ejecución de las sanciones administrativas se llevará a cabo de inmediato, una vez que sean impuestas por la autoridad competente y conforme se disponga en la resolución respectiva.
.....
.....

ARTÍCULO 32.- Para el cumplimiento de las atribuciones que les confiere la Ley, las autoridades a que se refieren las fracciones I, II y IV a X del artículo 3, podrán emplear los siguientes medios de apremio:

I. Multa de cinco veces hasta veinte veces el. salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, y 

II. Auxilio de la fuerza pública. 

Si habiendo empleado los medio de apremio que se refiere este artículo, aún subsiste resistencia al cumplimiento del mandato legítimo de la autoridad, se estará a lo que prevenga la legislación penal federal.

ARTÍCULO 34.- Las facultades de las autoridades para imponer las sanciones que la Ley prevé prescribirán en tres años, contactos a partir del día siguiente al en que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado, si fueren de carácter continuo.
......

La prescripción se interrumpirá por las actuaciones que se realicen en cualquiera de las etapas del procedimiento de responsabilidades administrativas a que se refiere la Ley de Justicia. Si se dejare de actuar, la prescripción empezará a correr de nuevo desde el día siguiente al de la última diligencia.

En el caso de las autoridades a que se refieren las fracciones I, II y IV a X del artículo 3° de esta Ley, la prescripción se interrumpirá por las actuaciones realizadas con el propósito de investigar los actos u omisiones de los servidores públicos que pudieran ser constitutivos de responsabilidad administrativa. Si se dejare de actuar en dicha investigación o bien en el procedimiento a que se refiere al artículo 21 de esta Ley, se observará la regla prevista en el párrafo anterior.
......

ARTÍCULO 37.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del: 

a. Ingreso a servicio público por primera vez; 

b. Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su último encargo; 

c. Cambio de dependencia o entidad, en cuyo caso no se presentará la de conclusión. 

II. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión, y 

III. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año, salvo que en ese mismo año se hubiese presentado la declaración a que se refiere la fracción I de este artículo. 

La Secretaría podrá solicitar a tos servidores públicos una copia de la declaración del Impuesto Sobre la Renta del año que corresponda, si éstos estuvieren obligados a formularla o, en su caso, de la constancia de percepciones y descuentos que les hubieren emitido las dependencias o entidades, la cual deberá ser remitida en un plazo de tres días hábiles a partir de la fecha en que se reciba la solicitud.

Si transcurrido el plazo a que hace referencia la fracción I, no se hubiese presentado la declaración correspondiente, sin causa justificada, la Secretaría apercibirá al infractor de que en el caso de no presentarla, dentro de los treinta días naturales siguientes al apercibimiento, declarará que el nombramiento o contrato ha quedado sin efectos, debiendo notificar lo anterior al titular de la

dependencia o entidad correspondiente para los fines procedentes. Lo mismo ocurrirá cuando se omita la declaración a que alude la fracción III.

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, por parte del titular de la dependencia o entidad, será causa de responsabilidad administrativa en los términos de Ley.

Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la presentación de la declaración a que se refiere la fracción II, se apercibirá al infractor de que en caso de no presentarla, dentro de los treinta días naturales siguientes al apercibimiento, se procederá a la sustanciación del procedimiento disciplinario correspondiente. La omisión a que se refiere este párrafo será sancionada con la inhabilitación por un año para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público.

El servidor público que en su declaración. de situación patrimonial deliberadamente faltare a la verdad en relación con lo que es obligatorio manifestar en términos de la Ley, previa sustanciación del procedimiento para la imposición de sanciones, será suspendido de su empleo, cargo o comisión por un período no menor de tres días ni mayor de tres meses, y cuando por su importancia lo amerite, destituido e inhabilitado de uno a cinco años, sin perjuicio de que la Secretaría formule la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público de la Federación para los efectos legales procedentes.

ARTÍCULO 40.- ..
.........
........
........
........
........

La información relacionada con las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos, tendrá valor probatorio cuando lo solicite a la Secretaría, el Ministerio Público o la autoridad judicial, en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, el servidor público interesado, la propia Secretaría, si la requiere con motivo de la sustanciación de procedimientos de investigación, o bien las Salas Itinerantes o Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o la Comisión, cuando ante ellas se esté tramitando un proceso disciplinario, relacionado con las declaraciones de situación patrimonial de aquéllos.

ARTÍCULO 42.- Se citará personalmente al servidor público y se le harán saber los hechos que motiven la investigación, señalándole las incongruencias detectadas respecto de los bienes que integran su patrimonio, para que dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la recepción del citatorio, formule a la Secretaría las aclaraciones pertinentes.

.........

..........

..........

..........

Si de las investigaciones realizadas por la Secretaría, se concluyera que los actos u omisiones en que incurrió el servidor público de que se trate, pudieran ser constitutivos de responsabilidad administrativa, dicha autoridad promoverá, conforme a las disposiciones aplicables, el. proceso disciplinario correspondiente. En este supuesto, no será. aplicable el plazo a que se refiere el artículo 28 de la Ley de Justicia ni la etapa de investigación a que alude dicho ordenamiento. La investigación correspondiente se regirá por las disposiciones de este artículo y demás preceptos aplicables de esta Ley. Asimismo, en su caso, la Secretaría elaborará la declaratoria a que se refiere el artículo 46 de la Ley.

ARTÍCULO 47.- En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en los Títulos Segundo y Tercero de la Ley o en la Ley de Justicia, según corresponda, se aplicará supletoriamente, el Código Federal de Procedimientos Civiles."

ARTíCULO TERCERO.- Se REFORMA el artículo 62, primer párrafo y fracción I; se DEROGA el párrafo segundo de dicha fracción I, y se ADICIONA la fracción III de dicho artículo con un párrafo segundo, de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, para quedar como sigue:

"ARTÍCULO 62.- Los órganos internos de control serán parte integrante de la estructura de las entidades paraestatales. Sus acciones tendrán por objeto apoyar la función directiva y promover el mejoramiento de gestión de la entidad; desarrollarán sus funciones col1fprrne a los lineamientos que emita la Secretaría de la Función Pública, de la cual dependerán 10$ titulares de dichos órganos y de sus áreas de auditoría y de quejas de acuerdo a las bases siguientes:

I. Recibirán y tramitarán quejas o denuncias; turnarán a la Secretaría de la Función Pública los asuntos que pudieran constituir responsabilidades administrativas de los servidores públicos y, en su caso, harán recomendaciones para el mejoramiento de la gestión de la entidad, en los términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos;

(Se deroga;)

II. ...

III. ...

Cuando de una auditoría deriven observaciones, turnarán a la Secretaría de la Función Pública los asuntos que pudieran constituir responsabilidades administrativas de los servidores públicos y, en su caso, harán recomendaciones para el mejoramiento de la gestión de la entidad, en los términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos."

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el artículo 37, fracciones VII, XII y XVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como sigue:

"ARTÍCULO 37.- . . .

I a VI bis. ...

VII.         Realizar por sí o a solicitud de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o de la coordinadora del sector correspondiente; auditorías y evaluaciones a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, con el objeto de promover la eficiencia en su gestión y propiciar el cumplimiento de los objetivos contenidos en sus programas; e iniciar en su caso, con base en ellas, la etapa de investigación del procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, a que se refiere la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos;

VIII a XI. ...

XII.     Designar y remover a los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, así como a los de las áreas de auditoría y de quejas de tales órganos, quienes dependerán jerárquica y funcionalmente de la Secretaría de la Función Pública, y tendrán el carácter de autoridad;

XIII a XVI. ...

XVII.       Conocer e lnvestigar los actos u omisiones de los servidores públicos, que puedan constituir responsabilidades administrativas; elaborar y presentar, cuando así proceda:, los pliegos de cargo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o la: Comisión de Responsabilidad Profesional de la dependencia, de la Procuraduría General de la República o entidad respectiva, según corresponda, en los términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos; intervenir, .como parte y en representación del Gobierno Federal, en los procesos disciplinarios que se instruyan a los servidores públicos y, en su caso, presentar las denuncias correspondientes ante el Ministerio Público, prestándose para tal efecto la colaboración que le fuere requerida o instar al área jurídica respectiva a formular, cuando así se requiera, las querellas a que hubiere lugar;

XVIII a XXVII. ..."

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMAN los artículos 20.; 30., párrafo primero y párrafo segundo, inciso b); 40; 50., párrafo segundo; II, fracción VIII; 12; 16, fracciones II, III, VII, IX, X y XI; 17; 20, fracción I, inciso c); 26, fracciones VII, XIX y XX; 27; 30; 33; 34, párrafo primero; 35; 36; 37, fracciones IV y VII; 41, primer párrafo, fracciones II y IV, y la denominación del Capítulo V; se ADICIONAN los artículos 11, con un último párrafo; 16, con las fracciones V Bis y VI Bis; 29, con un segundo párrafo; 30 BIS, Y 36 BIS, Y se DEROGA el artículo 11, fracción XII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, para quedar como sigue:

"ARTÍCULO 2°.- El Tribunal se integra por una Sala Superior, Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y por Salas Regionales.

Cuando las necesidades del servicio lo requieran el Pleno podrá decretar la creación de Salas Itinerantes, las que $e integrarán por tres Magistrados cada una conforme a lo dispuesto por el artículo 27 de esta Ley, así como por el demás personal que determine el Pleno.

ARTÍCULO 3º.- El Presidente de la República, con la aprobación del Senado, nombrará a los magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para integrar a la Sala Superior, las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o las Salas Regionales.
......

a)...

b) Los magistrados de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y de las Salas Regionales podrán ser ratificados por un segundo periodo de seis años. Al final de este periodo, si fueren ratificados nuevamente, serán inamovibles.

ARTÍCULO 4°.- Para ser magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere ser mexicano por nacimiento, que no se adquiera otra nacionalidad, estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos, ser mayor de 35 años, de notoria buena conducta, licenciado en derecho con título registrado expedido por lo menos 10 años antes de dicha fecha y con 7 años de práctica en cualquiera de las materias competencia del Tribunal.

Es causa de retiro forzoso de un magistrado, padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo y en el caso de los magistrados de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o de laS Salas Regionales, cumplir 70 años.

ARTÍCULO 5°.- ... .

Las faltas temporales de los magistrados de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de las Salas Regionales o Itinerantes se suplirán por el primer secretario de cada magistrado. Las faltas definitivas se cubrirán con nueva designación.

ARTÍCULO 11....

I a VII. ...

VIII.      Las que constituyan créditos por responsabilidades contra servidores públicos de la Federación del Distrito Federal o de los organismos descentralizados federales o del propio Distrito Federal, así como en contra de los particulares involucrados en dichas responsabilidades, con excepción de los constituidos en los términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos;

IX a XI.- ...

XII. (Se deroga)

XIII a XV. ...

......
......
......
......

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será competente para tramitar el proceso disciplinario e imponer las sanciones administrativas que procedan a los servidores públicos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, por el incumplimiento de sus obligaciones, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores públicos y la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

ARTÍCULO 12.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de trece magistrados especialmente nombrados para integrarla, de entre los cuales elegirán al' Presidente del Tribunal. La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones.

El Pleno se compondrá de los magistrados de la Sala Superior y del Presidente del Tribunal, bastando la presencia de 9 de sus miembros para que pueda sesionar.

ARTÍCULO 16.- ...

l. y I Bis......

II.   Señalar la sede y el número de las Salas Regionales, de. las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y de las Salas Itinerantes;

III.  Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales, las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o de las Salas Itinerantes;

IV y V.....

V.Bis. Resolver las apelaciones en contra de las. resoluciones que dicten las secciones de la Sala Superior, las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o las Salas Itinerantes, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos;

VI. ...

Vl.8is. Definir los criterios por los cuales un asunto, en materia de responsabilidades    administrativas de los servidores públicos, reviste singular importancia;

VII.   Resolver sobre las excitativas de justicia y calificar los impedimentos en las recusaciones y excusas de los magistrados y, en su caso, designar de entre los secretarios al que deba sustituir a un magistrado de Sala Especializada en Materia_ de Responsabilidades Administrativas de los Servidores públicos, de Sala Regional o de Sala Itinerante;

VIII. ...

IX.        Fijar y, en/sU caso, cambiar la adscripción de los magistrados de las Secciones, de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y de las Salas Regionales;

X.      Expedir el Reglamento Interior del- Tribunal y los demás reglamentos y acuerdos necesarios para su buen funcionamiento, teniendo la facultad de crear las unidades administrativas que estime necesarias para el eficiente desempeño de las funciones del Tribunal de conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación; así como fijar, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, las bases de la carrera jurisdiccional de Actuarios, Secretarios de Acuerdos de Sala Especializada en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o de Sala Regional, Secretarios de Acuerdos de Sala Superior y Magistrados, los criterios de selección para el ingreso y los requisitos que deberán satisfacerse para la promoción y permanencia de los mismos, así como las reglas sobre disciplina, estímulos y retiro de los funcionarios jurisdiccionales;

XI.    Designar de entre sus miembros a los magistrados visitadores de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de las Salas Regionales o de las Salas Itinerantes, los que le darán cuenta del funcionamiento de éstas, así como dictar reglas conforme a las cuales se deberán practicar dichas visitas;

XII a XIV. ...

ARTÍCULO 17.- Las Secciones de la Sala Superior se integrarán con seis magistrados de entre los cuales elegirán a sus Presidentes. Bastará la presencia de cinco de sus integrantes para que pueda sesionar la sección. El Presidente del Tribunal no integrará Sección.

ARTÍCULO 20... . . .

I. ...

a) y b) ...

c) Resolver por atracción los juicios y procesos disciplinarios con características especiales, en los casos establecidos por el artículo 239-A, fracción I, inciso a) del Código Fiscal de la Federación y del artículo 71, Apartado A, de la Ley Federal de Justicia Administrativa de .Ios Servidores Públicos:

II. a VI. ... 

ARTÍCULO 26.- . . .

I a VI. ...

VII.     Ejercer la facultad señalada en el artículo 239-A del Código Fiscal de la Federación, y en el artículo 71 de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, conforme a los criterios que el Pleno establezca;

VIII a XVIII. ...

XIX.   Establecer reglas para la distribución de los asuntos entre las Secciones de la Sala Superior, entre las Salas Regionales, las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o las Salas Itinerantes, cuando haya más de una en la circunscripción territorial, así como entre los magistrados instructores y ponentes;

XX.  Evaluar el funcionamiento de las Secciones de la Sala Superior, de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de las Salas Regionales y de las Salas Itinerantes del Tribunal, así como dictar las medidas que sean necesarias para mejorarlo;

XXI a XXV. ...

CAPÍTULO V 

De las Salas Regionales, de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y de las Salas Itinerantes

ARTÍCULO 27. El Tribunal tendrá Salas Regionales y Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos integradas por tres magistrados cada una.  Para que pueda efectuar sesiones una Sala será indispensable la presencia de los tres magistrados, o sus suplentes y para resolver bastará mayoría de votos.

Las Salas Itinerantes se integrarán por Un Magistrado de la Sala Superior y por dos Magistrados de entre las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o de las Salas Regionales, los dos últimos serán suplidos en la Sala a la que pertenezcan por el Primer Secretario de dicho Magistrado. Las suplencias que por la creación de Salas Itinerantes se generen, se cubrirán de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Interior del Tribunal.

Las Salas Itinerantes tendrán la competencia a que se refieren los artículos 30 y 30 bis de esta Ley, así como la circunscripción territorial y temporalidad que determine el Pleno en el Acuerdo de Creación respectivo.

La Presidencia, organización, funcionamiento y atribuciones del personal adscrito a las Salas Itinerantes, se regirán por las disposiciones aplicables a las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o a las Salas Regionales, según corresponda.

ARTÍCULO 29.- . . .

La circunscripción territorial de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de 10$. Servidores Públicos podrá abarcar una o más regiones, conforme lo determine en el acuerdo respectivo.

ARTÍCULO 30.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios que se señalan en el artículo 11 de esta Ley con excepción de los que le corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior, de los cuales se encargarán de la instrucción, y de aquéllos que compete conocer y resolver a las Salas Especializadas en Materia de  Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o a las Salas ltinerantes.

ARTÍCULO 30. BIS.- Las Salas Regionales Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y las Salas Itinerantes,  conocerán de los procesos disciplinarios e impondrán las sanciones administrativas que procedan a los servidores públicos de las Dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, en los términos de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos. Igualmente resolverán los actos en el procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, previos a la presentación del pliego de cargo que establezcan las leyes.

Dichas Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o Itinerantes conocerán, por razón del territorio, de los procesos disciplinarios que deriven de los pliegos de cargo que les sean remitidos por las autoridades administrativas cuya sede se encuentre dentro de su circunscripción territorial.

ARTÍCULO 33.- Las sesiones de las Salas Regionales o de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como las diligencias o audiencias que deban practicar de conformidad con las leyes, serán públicas. Cuando se designe Presidente, se ventilen cuestiones administrativas o la moral, el interés público o la ley así lo exijan, las sesiones de dichas Salas, así como las diligencias o audiencias que deban practicar de conformidad con las leyes serán privadas.

ARTÍCULO 34.- Los Presidentes de las Salas Regionales o de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos serán designados en la primera sesión que en el año tenga la Sala respectiva, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos en forma inmediata.

ARTÍCULO 35.- Los Presidentes de las Salas Regionales y de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, tendrán las siguientes atribuciones:

I a VII. ...

ARTÍCULO 36.- Los magistrados instructores de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones.

I a IX. ...

ARTÍCULO 36 BIS...; Los mqgistraddsillstn:J.ctores de la.s Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administta.tiyas de los Servidores Públicos tendrán las siguientes atribuciones;

I. Admitir, prevenir para que se cumplan con los requisitos de ley o tener por no presentado el pliego de cargo; 

II. Admitir o tener por no presentada la contestación al pliego de cargo o desecharla en su caso; 

III. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas; 

IV. Citar al probable responsable a la audiencia a que se refiere el artículo 58 de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos; 

V. Levantar y suscribir las actas relativas al desahogo de la audiencia a que se refiere la fracción anterior; 

VI. Tramitar los incidentes que les competen, formular el proyecto de resolución y someterlo a la consideración de la Sala; 

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el proceso, incluyendo la imposición de las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones y atender la correspondencia que reciba la Sala, autorizándola con su firma. 

VIII. Dirigir los debates y conservar el orden durante las audiencias; 

IX. Dar trámite a las medidas cautelares previas a la presentación de los pliegos de cargo a que se refiere 'la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos; 

X. Formular el proyecto de resolución definitivo, y 

XI. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos. 

ARTÍCULO 37.- . .

I a III. ...

IV.       Tramitar y firmar la correspondencia administrativa del Tribunal que no corresponda al Presidente, a las Secciones de la Sala Superior, a las Salas Regionales o a las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o a las Salas Itinerantes;

V y VI. ...

VII.       Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala Superior, así como la oficialía de partes común de las Salas Regionales Metropolitanas y de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, según sea el caso.

VIII Y IX. ...

ARTÍCULO 41.- Corresponde a los secretarios de las Salas Regionales y de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de las Servidores Públicos:

I. ...

II.        Autorizar can su firma las actuaciones del magistrado instructor y de la Sala Regional a Especializada en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicas.

III. ...

IV.      Proyectar las resoluciones a sentencias y engrasarlas en su casa, conforme a las razonamientos jurídicas de los magistrados.

V y VI. ..."

ARTÍCULO SEXTO.- Se ADICIONA el artículo 197 con un párrafo segundo, recorriéndose los actuales párrafos segundo y tercero para pasar a ser el tercero y cuarto, del Código Fiscal de la Federación, para quedar como sigue.

"Artículo 197.- . . .

Las procesas disciplinarias para la imposición de sanciones administrativas de las servida res públicas que se sigan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se regirán par las disposiciones de la Ley Federal de Justicia Administrativa de las Servidores Públicas y en lo conducente, par la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, par la que no les será aplicable la dispuesto por este Código.

......

......”

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA el artículo 3 y se ADICIONA el artículo 14 Bis de la Ley Federal de Defensoría Pública, para quedar como sigue:

"ARTÍCULO 3.- Para la prestación de los servicios de defensoría pública, se crea el Instituto Federal de Defensoría Pública, como órgano del Poder Judicial de la Federación.

En el desarrollo de sus funciones, el Instituto estará dotado de plena autonomía técnica, operativa y decisoria; se vinculará al Consejo de la Judicatura Federal, exclusivamente, administrativa y presupuestariamente.

ARTíCULO 14 Bis.- El servicio de asesoría jurídica del fuero federal deberá prestarse, conforme a la disponibilidad de recursos autorizados, en las materias que a continuación se señalan, sin perjuicio de aquellas otras que se establezcan en las Bases Generales de Organización del propio Instituto:

I. I. Materia administrativa: 

a) Asuntos previstos por el artículo 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

b) Asuntos en los que sea procedente la interposición de recursos que prevean las leyes, a efecto de combatir actos de autoridad que emitan dependencias federales y entidades de la Administración Pública Federal.

c) Asuntos que se sustancien ante la Comisión de Responsabilidad Profesional o ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, durante la etapa del proceso disciplinario y ante el Poder Judicial de la Federación.

II. Materia fiscal: 

a) Asuntos de carácter federal que puedan ser planteados mediante juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

b) Asuntos en los que sea procedente la interposición del juicio de amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, contra sentencias emitidas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

III. Materia civil: 

a) Asuntos previstos en las fracciones I, II, III, V, VI y VII del artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

b) Asuntos contemplados en el artículo 54 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en la inteligencia que en esta materia se excluyen aquellos casos que provengan del fuero común, en los que el solicitante cuente ya con la asesoría o asistencia jurídica de la institución de defensoría correspondiente a dicho fuero, o que por razón del mismo, debe acudir en 'requerimiento de sus servicios a esa institución."

TRANSITORIOS

Artículo primero... El presente Decreto entrará en vigor un año después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Artículo tercero.- La transferencia de los recursos que se deba hacer de una institución a otra, de acuerdo con la distribución de competencias a que se refiere este ordenamiento, se realizará en los términos de las disposiciones transitorias de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos.

Artículo cuarto.- El Presidente de la República, con la aprobación del Senado o en los recesos de éste de la Comisión Permanente, nombrará a los primeros Magistrados que integren la Sala o Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes a la publicación del presente Decreto.

Artículo quinto.- Los demás servidores públicos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa serán seleccionados conforme al proceso, perfil y requisitos que establezca dicho órgano jurisdiccional para la integración de las Salas Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o bien, de la Sala Superior.

Durante el proceso de selección referido, el Tribunal preferirá en igualdad de circunstancias, al personal de las áreas de responsabilidades de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República.

Artículo sexto.- Para los efectos del último párrafo del artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y conforme a lo dispuesto por el artículo tercero transitorio de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, el Tribunal será competente para sustanciar los procesos disciplinarios e imponer las sanciones administrativas que procedan, a los servidores públicos, por los hechos cometidos durante la vigencia de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Reitero a Usted C. Presidente de la Cámara de Senadores, las seguridades de mi alta y distinguida consideración.

Residencia Oficial del Poder Ejecutivo Federal, Ciudad de México, Distrito Federal, a los tres días del mes de diciembre de dos mil tres.

EL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
VICENTE FOX QUESADA


	


